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Presentación

La crisis estatal que en la actualidad atraviesa Boli-

via ha generado un debate, en el cual el Estado no se 

ha podido liberar de su naturaleza de clase; es más, las 

diversas reformas planteadas en el proyecto de la Nueva 

Constitución Política del Estado continúan revalidando este 

hecho, al proteger la propiedad privada de los medios de 

producción. 

Es el caso particular de las políticas de tierras, que 

analiza la presente publicación, en el que las reformas 

planteadas por el actual Gobierno continúan su apuesta 

por una retórica “radical” de defensa de los intereses cam-

pesinos e indígenas, pero sin modificar, en los hechos, la 

estructura agraria del país.

En esta segunda edición de ¿Revolución agraria o 

consolidación de la vía terrateniente? El Gobierno del MAS 

y las políticas de tierras, el autor analiza la posición del 

oficialismo en la Asamblea Constituyente respecto de la 

problemática de la tierra, reiterando así, la validez de su 

planteamiento inicial, el cual pasa revista a más de 50 años 

de políticas de tierras, como la antesala necesaria, de la 



que, por lo visto, no puede abstraerse hasta el día de hoy 

el Gobierno del MAS en sus propuestas de reforma.

De esta manera, el presente libro devela los límites y 

las contradicciones de las reformas planteadas, no sólo las 

presentes en la propuesta del nuevo texto constitucional, 

sino también en aquellas elaboradas por las propias orga-

nizaciones campesinas e indígenas que, en su búsqueda 

de una redistribución “equitativa” de la tierra, plantean 

prohibir o limitar formas de latifundio que son ya margi-

nales en la estructura agraria y que, por tanto, no afectan 

los intereses de la burguesía agraria que “cumple con la 

Función Económica y Social”.

En otras palabras, las buenas intenciones de bene-

ficiar a campesinos e indígenas con una nueva redistri-

bución de tierras quedan en un vano voluntarismo que 

no reconoce la realidad material ni confronta, con una 

estrategia realista, los intereses de esta fracción de clase, 

los mismos que generan un blindaje a través de la defensa 

gubernamental de la propiedad privada, sea ésta pequeña, 

mediana o grande. 

Ése es el aporte que este texto realiza para el debate 

de una política pública de tierras que no se enajene de 

una realidad en la que existen actores con intereses ma-

teriales concretos.

La Paz, mayo de 2008

Javier Gómez Aguilar

Director Ejecutivo

CEDLA
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Este texto fue publicado en julio de 2007, es decir, 

cuando la Asamblea Constituyente no había aún redactado 

una propuesta de texto constitucional. En este sentido, la 

crítica sobre la orientación de las políticas de tierras del 

Gobierno del Movimiento Al Socialismo (MAS) se basaba 

en el análisis de los siete decretos supremos aprobados 

en junio de 2006, denominados “los siete surcos”, y de 

la reforma de la Ley INRA, llamada de “Reconducción 

Comunitaria de la Reforma Agraria”, aprobada en no-

viembre de ese mismo año. Paralelamente contemplaba 

el análisis de dos documentos de políticas; por un lado, 

el Plan Nacional de Desarrollo, denominado “Bolivia dig-

na, soberana, productiva y democrática para Vivir Bien” 

presentado en junio de 2006 y, por otro, el documento 

titulado “La revolución agraria. Políticas de tierras para 

la Reconducción Comunitaria de la Reforma Agraria”, 

presentado oficialmente como documento de debate por 

el Ministerio de Desarrollo Rural, Agropecuario y Medio 

Ambiente (MDRAMA), en febrero de 2007.

Prólogo a la segunda 
edición
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En este sentido, la segunda edición de este documento 

representa una oportunidad para realizar —en este pró-

logo— un breve análisis sobre la posición del oficialismo 

en relación a la problemática de la tierra en la Asamblea 

Constituyente, la que, como podrá constatar el lector, no 

presenta cambios significativos en relación a las orientacio-

nes centrales sostenidas desde enero de 2006. El análisis, 

por tanto, se circunscribe al contenido del capítulo de 

tierra y territorio de la propuesta de Constitución Política 

del Estado, aprobada en grande, detalle y revisión en 

diciembre de 2007, en la ciudad de Oruro.

La inclusión del tema en este prólogo obedece, ade-

más, a tres razones de orden político que rodearon la 

convocatoria y desarrollo de la Asamblea Constituyente. 

En primer lugar, porque el MAS le atribuyó a este cónclave 

ser el gran escenario en el cual se “refundaría” Bolivia 

—esta vez con la participación de campesinos e indíge-

nas— y donde se sentarían las bases para la emergencia 

de una sociedad distinta. 

En segundo lugar, porque vastos sectores campesinos 

e indígenas depositaron sus ilusiones de cambio en esta 

instancia. Y, en tercero, porque algunas de sus organiza-

ciones, así como instituciones y analistas agrarios —ante 

el reconocimiento de las evidentes limitaciones de las 

políticas de tierras del actual Gobierno— sostenían que 

el escenario que tendría a su cargo una transformación 

radical de la problemática de la tierra sería el de la Asam-

blea Constituyente. 

En este sentido, se planteaba que esta instancia senta-

ría las bases constitucionales para una profunda transfor-

mación de la problemática de la tenencia de la tierra, la 
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que favorecería ampliamente a los sectores campesinos e 

indígenas. Es más, funcionarios del Gobierno, militantes 

del MAS, así como dirigentes campesinos e indígenas e 

intelectuales sostuvieron, en su momento, que la paraliza-

ción de las deliberaciones de la Asamblea Constituyente 

—a raíz de los conflictos que se suscitaron en la ciudad 

de Sucre por el tema de la capitalidad— obedecía a que 

este cónclave amenazaba seriamente los privilegios de la 

clase dominante, entre ellos, los de los terratenientes.

A tiempo de iniciar estas líneas, no podemos dejar 

de señalar que el CEDLA, ya en septiembre de 2006, con-

sideraba que la Asamblea Constituyente “…debido a la 

orientación política del MAS y a la intención declarada 

de los partidos políticos de oposición de conservar los pri-

vilegios de los grupos oligárquicos que representan, podría 

concluir únicamente con la inclusión, en el nuevo texto 

constitucional, de cambios en la superestructura jurídica 

y política, preservando las estructuras económicas”1 que 

son, justamente, la base sobre la que se asientan los pri-

vilegios de la clase dominante. 

Esta hipótesis, que en el escenario político previo a 

la realización de la Asamblea Constituyente aparecía sin 

muchos adeptos y contrariaba los puntos de vista del par-

tido gobernante, así como de instituciones y de analistas 

afines al MAS, ha sido confirmada por el contenido de la 

propuesta del nuevo texto constitucional, aprobada en la 

ciudad de Oruro. Esta propuesta reconoce los intereses 

generales de la clase dominante, pues propugna la defen-

sa de la propiedad privada, y lo hace a través de lo que 

1. CEDLA, Plan Estratégico 2007-2009, La Paz, septiembre de 2006.
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ahora denomina “Modelo de Economía Plural”, que no 

es más que el planteamiento de la convivencia entre los 

pequeños propietarios, sectores empresariales nacionales 

y transnacionales y una limitada participación estatal en 

la economía. 

Partimos del análisis que en la sociedad capitalista, los 

privilegios de los que goza la clase dominante se sustentan 

en la propiedad privada de los medios de producción; 

monopolio que le permite, en unos casos, obtener ga-

nancias a través de la explotación de la fuerza de trabajo 

asalariada y, en otros, beneficiarse de la renta capitalista 

de la tierra. Esta realidad es importante señalarla, pues el 

reconocimiento de la propiedad privada se constituye en 

el eje central que ordena cualquier Constitución Política 

de Estado que corresponda al régimen burgués. 

En este sentido, pensar o sostener que la clase domi-

nante pondría en riesgo la constitucionalización de este 

“derecho” a la propiedad de los medios de producción, a 

nombre de un supuesto “proceso de cambio”, es creer —y 

hacerles creer a los campesinos pobres— que, en el caso 

concreto de la problemática de la tierra, los terratenientes 

y la burguesía agraria aceptarían “democráticamente” re-

nunciar a la propiedad de la tierra o a parte de ella. 

A quienes creen en un supuesto “espíritu democrá-

tico” de la clase dominante, hay que recordarles que el 

presidente Morales, a inicios de su gestión y en varias 

ocasiones, solicitó a los terratenientes ser “solidarios con 

el proceso de cambio” y ceder parte de sus tierras para 

que el Gobierno las distribuya entre los campesinos. La 

respuesta —como no podía ser de otra manera, y en el 

entendido de que no existe clase social que actúe en su 
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contra— ha sido negativa. Más aún, la burguesía agraria 

le ha venido exigiendo permanentemente al Gobierno 

“seguridad jurídica” para sus tierras, imperativo al que 

el MAS —a través de sus políticas de tierras y como se 

demuestra en este documento— ha respondido positiva-

mente, y que, ahora, desde la propuesta de Constitución 

Política del Estado, pretende constitucionalizar. 

El campesinado y la propiedad de la tierra
Para entender la posición del MAS en relación a la 

problemática de la tierra, es preciso comprender las razo-

nes por las cuales el campesinado y los partidos que dicen 

representar sus intereses, no pueden orientarse contra las 

bases del régimen capitalista, es decir, contra la propiedad 

privada de los medios de producción. 

Es importante recordar que Bolivia es un país ca-

pitalista atrasado de economía combinada, donde los 

resabios del comunismo primitivo (inexistencia de pro-

piedad privada sobre la tierra) carecen ya de peso en la 

estructura económica. Es decir, que la gran mayoría del 

campesinado ya no se asienta sobre la propiedad social 

de la tierra; al contrario, el tipo de propiedad y de usu-

fructo de la misma son predominantemente, privados. 

Por ello, el interés de los campesinos e indígenas no se 

centra en la defensa y proyección de la propiedad social 

de la tierra; sino en la materialización de la propiedad 

privada de la misma, en cualquiera de sus dimensiones: 

pequeña, mediana o grande. 

Entre 1952 y 1953 los campesinos del altiplano y los 

valles protagonizaron una verdadera “revolución agraria” 

expulsando a los terratenientes y ocupando sus haciendas, 
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no con el objetivo de construir —con base en éstas— la 

gran propiedad social (la gran granja colectiva); sino para 

parcelar estas propiedades. Hechos más recientes, como 

la toma de la hacienda Collana por parte de campesinos 

del Movimiento Sin Tierra (MST), registran este “instinto” 

campesino por la propiedad individual.

Por ello, no es casual que todas las propuestas cam-

pesinas e indígenas tengan en común el reconocimiento 

de la propiedad privada, en general, y de la tierra, en 

particular. En este sentido, el campesinado no puede plan-

tearse otro tipo de sociedad que no sea aquella basada 

en la propiedad privada, es decir, la sociedad capitalista. 

Y cuando éstos plantean la propiedad social de la tierra, 

lo hacen —como el Gobierno del MAS— como “derecho” 

exclusivo de algún pueblo indígena o comunidad cam-

pesina, sin tocar el resto de la economía del país, que se 

asienta mayoritariamente en la propiedad privada de los 

medios de producción. Este tipo de experiencias aisladas 

de “comunitarismo”, terminan —como no puede ser de 

otra manera— estranguladas por el funcionamiento del 

mercado, que impone, finalmente, sus leyes.

El movimiento campesino y la legislación 
agraria 

Un breve recuento histórico de los planteamientos 

de las organizaciones indígenas, campesinas y de los 

partidos políticos que dicen representarlos, referentes a 

la propiedad de la tierra en los últimos veinticinco años, 

demuestra esta afirmación. Una de las características 

de estas propuestas es no reivindicar la totalidad de las 

tierras para los campesinos. Es decir, que las mismas 
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no se plantean una verdadera “revolución agraria” que 
termine con la propiedad terrateniente; por el contrario, 
sustentan la necesidad de “reformas” en el régimen agrario 
que a tiempo de buscar beneficios para los campesinos 
e indígenas, no afecten sustancialmente los intereses de 
los grandes terratenientes “productivos”. 

Por ello, son “radicales” para plantear la expropia-
ción —aunque siempre con “indemnización justa”— de 
aquellas propiedades que sostengan aún relaciones de 
producción que ya son marginales en la estructura agraria 
del país (haciendas con resabios de trabajo servil), o para 
revertir formas de tenencia de la tierra que vulneren las 
disposiciones legales en vigencia, propiedades adquiridas 
ilegalmente o que no cumplan la Función Económica 
Social (FES). 

Sin embargo, cuando se trata de la gran empresa agro-
pecuaria capitalista, o de la gran propiedad terrateniente 
(que obtiene renta capitalista de la tierra) y que ambas 
cumplan con la legislación agraria vigente (títulos de pro-
piedad legales y cumplimiento de la FES), la “radicalidad” 
se detiene y las propuestas varían de tono. Están presentes, 
desde aquellas que profesan el respeto a la gran propiedad 
agraria, cualquiera sea su tamaño y que cumpla la FES2, 
hasta aquellas que se orientan a “limitar” el tamaño de 
las grandes propiedades “productivas” con el objetivo de 

2. En una entrevista concedida por el vicepresidente de la República Álvaro 
García Linera a la revista Nueva Sociedad, señalaba –con el ánimo de 
demostrar que el Gobierno del MAS no había tomado ninguna medida 
contraria a los intereses de los empresarios productivos bolivianos y en 
referencia a la reformulación de la Ley INRA– que “[…]hicimos una buena 
ley que favorece al empresario productivo, tanto si tiene una como 50.000 
hectáreas. Si produce, no hay problemas. Se castiga al especulador”. 
(Econoticias, 28/05/2007).
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lograr un supuesto grado de “equidad” en la distribución 
de la tierra. En ningún caso, como veremos, las propues-
tas de las organizaciones campesinas e indígenas y sus 
partidos, plantean la desaparición de la gran propiedad 
agraria capitalista para sustituirla plenamente por la gran 
propiedad social o la “propiedad comunitaria”. 

La propuesta de la Confederación Sindical Única 
de Trabajadores Campesinos de Bolivia (CSUTCB), 
denominada “Ley Agraria Fundamental”3 —que en 
su momento fue considerada como un planteamiento 
radical— abolía el derecho propietario de las empresas 
agrícolas y ganaderas capitalistas sobre la tierra; sin 
embargo, se les reconocía el usufructo de este recurso, 
caracterizándolas como “aquellas que bajo las formas 

de empresas unipersonales, sociedades colectivas o de 

responsabilidad limitada manejan el proceso productivo 

mediante el uso de la tierra, el capital y el empleo de mano 

de obra asalariada”. El usufructo de la tierra por parte de 
estas empresas se lo condicionaba al cumplimiento “de 

las leyes laborales y sociales en vigencia”4. 
Esta propuesta de ley que, como vemos, no plantea 

otra sociedad que no sea la capitalista, es reivindicada 
años después por el MST conformado en Yacuiba el 2001. 
Este movimiento considera a la misma como “…uno de 

los mejores proyectos que da poder, desarrollo y justicia a 

todos los trabajadores campesinos y pueblos indígenas de 

Bolivia” 5.

3. Esta propuesta fue elaborada por sectores kataristas y aprobada en el Primer 
Congreso Agrario Nacional de los Trabajadores Campesinos en 1984.

4. Acción Un Maestro Más (AUMM), Ley Agraria Fundamental, La Paz, 
1989.

5. Durán Choque Ángel, MST la tierra nuestra madre, MST, La Paz, 2006.
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El Movimiento Indígena Pachakuti (MIP) —conside-

rado por varios analistas y politólogos como un partido 

indígena radical— planteaba, en las elecciones generales 

de diciembre de 2005, “abrogar la Ley INRA” y sustituirla 

por la “Ley Indio”. Sin embargo, esta propuesta no sale de 

los marcos conceptuales señalados en la ley que pretende 

abolir, pues considera necesario “implantar una política 

de redistribución justa de tierras para los ayllus, comu-

nidades campesinas, pueblos indígenas y originarios, a 

partir de la reversión y expropiación de tierras ociosas que 

no cumplen la FES, que se encuentran en manos de los 

terratenientes”6, para lo cual utiliza también el concepto 

de “verificación de la Función Económica y Social” como 

condición para la reversión de “latifundios improduc-

tivos”7. Así como el Gobierno del MAS, el radicalismo 

indigenista no va más allá de las concepciones liberales 

y sueña con una redistribución “equitativa” de la tierra 

que, sin embargo, no afecte radicalmente la mediana o 

gran propiedad agrícola o ganadera “productiva” o “le-

galmente adquirida”. 

Las organizaciones campesinas e indígenas 
y la problemática de la tierra en la 
Constituyente

A raíz del proceso de debate abierto con la instau-

ración de la Asamblea Constituyente, la propuesta de 

Constitución Política del Estado, elaborada por el Pacto de 

Unidad —que está conformado por varias organizaciones 

6. MIP, Programa de Gobierno “Plan Pachakuti 2006-2011”. Mimeo. 

7. MIP. Op. cit.
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campesinas e indígenas del país8— planteaba el respeto 

y garantías para la “… propiedad individual, colectiva 

y comunitaria […] (cuyo) ejercicio deberá asegurar en 

todos los casos el cumplimiento de su función social...”9. 

Por ello proponía, en relación al reconocimiento de los 

diferentes tipos de propiedad agraria y, en lo relativo a las 

condiciones para su conservación, que “el Estado Unitario 

Plurinacional y Comunitario garantiza la conservación 

de la propiedad privada agraria, siempre que cumpla la 

Función Económica Social y no perjudique el interés co-

lectivo…”10. 

El Pacto de Unidad se limita a proponer la prohibición 

de cuatro “tipos de latifundio” que, como sostenemos en 

este documento, ya no constituyen formas predominantes 

en la estructura agraria nacional. Es decir, aquel confor-

mado por: i) la “propiedad agraria de gran extensión; 

variable según su situación geográfica, que permanece 

improductiva”; ii) la gran propiedad que “es trabajada 

deficientemente con un sistema extensivo, con instru-

mentos y medios técnicos inapropiados”; iii) la hacienda 

donde “rige un sistema servidumbral de relación laboral, 

8. El Pacto de Unidad está conformado por la Confederación Sindical Única de 
Trabajadores Campesinos de Bolivia (CSUTCB), la Confederación de Pueblos 
Indígenas de Bolivia (CIDOB), la Confederación Sindical de Colonizadores 
de Bolivia (CSCB), la Federación Nacional de Mujeres Campesinas Indígenas 
Originarias de Bolivia “Bartolina Sisa” (FNMCIOB-“BS”), el Consejo 
Nacional de Ayllus y Markas del Qullasuyo (CONAMAQ), la Coordinadora 
de Pueblos Étnicos de Santa Cruz (CPESC), el Movimiento Sin Tierra de 
Bolivia (MST), la Asamblea del Pueblo Guaraní (APG), la Confederación 
de Pueblos Étnicos Moxeños del Beni (CPEMB) y la Asociación Nacional de 
Regantes y Sistemas Comunitarios de Agua Potable (ANARESCAPYS). 

9. Pacto de Unidad, Constitución Política del Estado (Propuesta consensuada 
del Pacto de Unidad). Mimeo.

10. Pacto de Unidad. Op. cit.
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trabajo forzoso, peonazgo por deudas y/o esclavitud de 

familias o personas cautivas en el área rural y iv) uni-

dades económicas donde “se practica la renta fundiaria 

mediante el arrendamiento o aparcería; u otras modali-

dades equivalentes”11. 

Al respecto, es importante reiterar lo que se señala 

en este documento. En primer lugar, no existe evidencia 

empírica sobre la predominancia, en la estructura agraria, 

de inmensas propiedades improductivas; al contrario, 

esta concentración de tierras —que generó su arbitra-

ria distribución en los años setenta y ochenta del siglo 

pasado— fue perdiendo importancia por la acción del 

mercado, el mismo que ha fraccionado paulatinamente 

este tipo de propiedades.  

En segundo lugar, sólo una parte de las haciendas 

ganaderas de la región chaqueña y de los llanos de Beni 

mantienen aún sistemas de producción extensivos con 

medios técnicos atrasados. En tercer lugar, las unidades 

productivas con resabios serviles —y que, como se sabe, 

se asientan fundamentalmente en la región del Chaco— 

tampoco son las que predominan en la estructura agraria. 

En este sentido, este tipo de planteamientos se orientan a 

afectar tierras, más bien, marginales y no ponen en cues-

tión la propiedad de las más productivas y aptas para la 

agricultura y la ganadería.

El planteamiento relativo a la prohibición del arrenda-

miento se orientaba a afectar los intereses de los grandes 

terratenientes que obtienen renta capitalista de la tierra. Sin 

embargo, esta propuesta, no solamente hubiera afectado 

11. Pacto de Unidad. Op. cit.
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a estas propiedades, sino también a las de los propios 

campesinos, pues es sabido que el arrendamiento de sus 

tierras y, fundamentalmente, la aparcería —que también 

sugería prohibir— son prácticas generalizadas entre éstos 

últimos en algunas regiones del país.

Finalmente, la propuesta del Pacto de Unidad se 

orientaba fundamentalmente a limitar el tamaño de la 

gran propiedad productiva, a través del establecimiento de 

superficies máximas de extensión de la propiedad agraria, 

las mismas que serían fijadas por ley12.  

El MAS y la propuesta de Constitución 
Política del Estado 

Por su parte, la propuesta de Constitución Política del 

Estado, aprobada en Oruro y que cuenta con el aval del 

MAS, no se aparta de las orientaciones centrales que han 

caracterizado a las políticas de tierras, implementadas por 

el Gobierno desde enero de 2006.  

Plantea que el Estado “reconocerá, protegerá y ga-

rantizará la propiedad pública y la propiedad privada 

individual o comunitaria de la tierra, en tanto cumplan 

una Función Social o una Función Económica Social”, 

y clasifica a la propiedad agraria individual en “pequeña 

y empresarial, en función a la superficie, producción y 

los criterios de desarrollo (cuyas) extensiones máximas 

y mínimas, características y formas de conversión serán 

reguladas por ley”13. 

12. Pacto de Unidad. Ídem.

13. Asamblea Constituyente de Bolivia, Nueva Constitución Política del Estado, 
aprobada en grande, detalle y revisión, diciembre de 2007.
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Señala que la condición para la conservación de la 
propiedad agraria, es “el trabajo (como) la fuente funda-

mental (por lo que) los propietarios deben cumplir con 

la Función Social o la Función Económica Social para 

salvaguardar su derecho, de acuerdo a la naturaleza de 

la propiedad”14. La definición de la FES adoptada15 co-
rresponde conceptualmente a aquella contenida en la Ley 
INRA, promovida y aprobada por el primer Gobierno de 
Sánchez de Lozada en 1996, y que, como se sabe, no sufrió 
modificaciones sustanciales en ocasión de la aprobación 
de la Ley de Modificación de la Ley INRA, realizada por 
el Gobierno del MAS16. 

Después de varios meses de propaganda oficial sobre 
la orientación “comunitarista” de la “revolución agraria” 
—que plantea evitar la mercantilización de la tierra y 
fortalecer la constitución y reconstitución de las comuni-
dades campesinas e indígenas a partir del otorgamiento 
exclusivo de títulos de propiedad colectivos— la propuesta 
de texto constitucional aprobada en Oruro señala que 
“…las comunidades podrán ser tituladas reconociendo 

la complementariedad entre derechos colectivos e indivi-

duales”17, admitiendo, de esta manera, las exigencias de 

14. Asamblea Constituyente de Bolivia. Op. cit.

15. La define “…como el empleo sustentable de la tierra en el desarrollo de 
actividades productivas, conforme a su capacidad de uso mayor, en beneficio 
de la sociedad, del interés colectivo y de su propietario…”.

16. No podemos dejar de mencionar que la pro-empresarial agrupación 
ciudadana Podemos planteó, en la Comisión de Recursos Naturales 
Renovables, Tierra, Territorio y Medio Ambiente de la Asamblea Constituyente, 
la misma definición de la FES para la propiedad empresarial, contenida en 
la Ley INRA; reformulada por el Gobierno del MAS. Lo que confirma, una 
vez más, que las modificaciones a la misma contaron con el acuerdo del 
sector empresarial. 

17. Asamblea Constituyente de Bolivia. Op. cit.
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varios sectores campesinos que, en el último tiempo, han 

venido planteando demandas orientadas a obtener titula-

ciones individuales, es decir, manifestando su apego a la 

propiedad privada. 

De manera similar al planteamiento del Pacto de 

Unidad, la propuesta de Constitución Política del Estado 

aprobada en Oruro, prohíbe diferentes tipos de latifundio 

que ya no tienen peso en la estructura económica agraria, 

es decir, aquellos que se caracterizan por: i) “la tenencia 

improductiva de la tierra”; ii) “la tierra que no cumple la 

Función Económica Social”; iii) “la explotación de la tierra 

que aplica un sistema de servidumbre, semiesclavitud o 

esclavitud en la relación laboral” y iv)“la propiedad que 

sobrepasa la superficie máxima zonificada establecida en 

la ley”18. Hasta la instalación de la Asamblea Constituyente, 

para el MAS las haciendas con pervivencia de relaciones 

semiserviles no estaban catalogadas como latifundio, 

situación que, como vemos, ha variado. Se trata de una 

propuesta orientada a sepultar los últimos restos de este 

tipo de relaciones sociales que perviven en algunas gran-

des propiedades, fundamentalmente ganaderas, a pesar 

de la Reforma Agraria de 1953. 

A diferencia del Pacto de Unidad, la propuesta para 

el nuevo texto constitucional no plantea la prohibición 

del arriendo, con lo que no toca los intereses de la clase 

de los terratenientes, cuyo ingreso se basa en la renta 

capitalista de la tierra y que, como se sabe, “…es por 

completo superflua para el ejercicio de la agricultura 

[…](debido a que) no es activa ni desde el punto de vista 

18. Asamblea Constituyente de Bolivia. Op. cit.
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de la organización ni del comercio […] (y) no tiene otro 

papel que el de extraer […] la renta más alta posible y de 

consumirla luego con sus parásitos”19. Tampoco prohíbe 

la aparcería, que es una forma de transición de la renta 

precapitalista a la renta capitalista de la tierra.  

Solamente prohíbe “la obtención de renta fundiaria 

generada por el uso especulativo de la tierra”20, es decir, 

afecta únicamente a aquellos predios que no cumplen 

la FES y que obtienen, por ejemplo, créditos para otras 

actividades ajenas a la producción agrícola, ganadera o 

forestal con base en la propiedad de la tierra. 

La propuesta de Constitución Política del Estado, 

aprobada en Oruro, prohíbe “las dobles dotaciones”21, lo 

que implica restringir la acumulación de tierras por parte 

de los campesinos, debido a que esta forma de acceso a 

la tierra sería exclusiva para sectores campesinos e indí-

genas. Esta disposición, así como aquella que prohíbe la 

“doble titulación”, llaman la atención, ya que el Gobierno 

desde el MDRAMA ha venido, más bien, reivindicando 

el denominado “sistema de dominio vertical sobre los 

pisos ecológicos”, practicado por los pueblos de la región 

andina y quebrado desde la Colonia22. En este sentido, 

esta propuesta restringiría el acceso de comunidades 

campesinas e indígenas a tierras situadas en diferentes 

pisos ecológicos.

19. Kautsky Karl, La cuestión agraria, Siglo XXI Editores, México, 1983. 

20. Asamblea Constituyente de Bolivia. Op. cit.

21. Asamblea Constituyente de Bolivia. Op. cit.

22. Ministerio de Desarrollo Rural, Agropecuario y Medio Ambiente. “La 
Revolución Agraria. Política de tierras para la Reconducción Comunitaria 
de la Reforma Agraria”. La Paz, febrero 2007.
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Si bien la prohibición de “compra-venta, permuta y 

donación de tierras entregadas en dotación”23 pretende 
poner freno “constitucional” a las tendencias mercanti-
listas que se están expandiendo al interior de las comu-
nidades campesinas e indígenas, incluyendo a los TCO, 
este planteamiento —que teóricamente está orientado a 
evitar la expansión de la gran propiedad agraria a costa de 
la pequeña o de propiedades colectivas— en los hechos, 
también sugiere poner límites a la acumulación por parte 
de los propios campesinos.  

Si bien, la propuesta de texto constitucional indica 
que será la ley, la que fije la superficie máxima zonificada 
de la propiedad agraria, plantea de manera contradicto-
ria constitucionalizar el tamaño máximo de la propiedad 
agraria. Y considera dos opciones a ser consultadas por la 
vía de un “referéndum dirimitorio”; la primera, para que 
la superficie máxima sea delimitada en 5.000 hectáreas y, 
la segunda, en 10.00024. 

En el supuesto de que el referéndum dirimitorio 
se lleve a cabo y el veredicto señale cualquiera de los 
dos límites propuestos, para el Gobierno del MAS, se 
habría consumado una verdadera transformación de 
la estructura de la tenencia de la tierra en el país. Sin 
embargo, esta limitación del tamaño de la propiedad, 
considerada como un paso fundamental para lograr una 

23.  Asamblea Constituyente de Bolivia. Op. cit.

24. Este planteamiento ha sido, a todas luces, considerado como un elemento 
de negociación entre el Gobierno y la oposición de derecha. En efecto, el 
Vicepresidente de la República ha manifestado que el Gobierno está dispuesto 
a dialogar y si fuera necesario sugerir modificaciones a los constituyentes 
en torno a la extensión de la propiedad de la tierra (“Gobierno se abre a 
discutir extensión de tierras y reencausar referendos en la ley”, Agencia 
Boliviana de Informaciones (ABI), 11/03/08).
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“redistribución equitativa de la tierra”, no toma en cuenta 

las características particulares de la acumulación capitalista 

en la agricultura, como tampoco el predominio de la 

economía mercantil en el campo. Por ello, es importante 

señalar los siguientes aspectos. 

Los que proponen la fijación de límites a la superficie 

de la gran propiedad agraria olvidan que el mercado ca-

pitalista —que incluye el de tierras— funciona de manera 

legal e ilegal, todos los días, cumpliéndose —en algunas 

regiones de manera lenta y en otras mucho más rápida-

mente— la ley de la acumulación capitalista en la agricul-

tura, que es sinónimo de concentración de la tierra.

Kautsky, en su texto sobre “La cuestión agraria”, 

remarca este hecho crucial para la comprensión del de-

sarrollo del capitalismo en la agricultura cuando señalaba 

que “La primera gran diferencia […] (de la agricultura 

con la industria) […] consiste en que mientras los medios 

de producción en la industria pueden ser aumentados a 

discreción, el medio de producción fundamental en la 

agricultura —la tierra— tiene, en condiciones dadas, una 

extensión dada, que no puede ser aumentada a voluntad 

[…]. El gran propietario terrateniente no puede, por lo 

general, ampliar su propiedad, sino con el proceso de con-

centración, es decir, con la unión de varias extensiones en 

una sola […]. En la industria el proceso de acumulación 

puede operarse independientemente de la concentración. 

Por lo general más bien lo precede. Se puede acumular 

un gran capital o fundar una gran empresa industrial 

sin que sean afectados los pequeños capitales, sin que sea 

suprimida la autonomía de las empresas más pequeñas. 

Esta supresión es, en general, la consecuencia y no la 
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premisa de la formación de una gran empresa industrial 

[…]. En cambio, allí donde toda la tierra se ha convertido 

en propiedad privada y donde domina completamente la 

pequeña propiedad, la única forma por la cual una gran 

explotación puede apropiarse del medio de producción más 

importante de la agricultura, la tierra, es concentrando en 

su ámbito un cierto número de pequeñas propiedades. La 

desaparición de este número de pequeñas explotaciones es, 

así, la premisa necesaria para el surgimiento de la gran 

explotación […]”25.

Es este proceso, el que todos los partidarios de las 

reformas agrarias en el marco del capitalismo no ven o no 

quieren ver, así esta incomprensión del funcionamiento 

de las bases reales del régimen económico capitalista y 

su desarrollo, les lleva a creer y sostener que es posible 

lograr y mantener una distribución “equitativa” de la tierra 

en este sistema social.

El desconocimiento del proceso de acumulación antes 

señalado no tiene en cuenta, como lo indicamos en este 

documento, que la expansión del latifundio moderno se 

da a través de la unificación de diversos predios en una 

sola mano. Es decir, no mediante la extensión al infinito 

de una sola propiedad (que era una característica de la 

gran propiedad feudal), sino mediante la centralización de 

varios predios que pueden situarse en lugares geográficos 

diferentes. Para una mejor comprensión de este proceso, 

tomaremos como ejemplo la información relativa a la 

familia Marinkovic (Cuadro 1). 

25. Kautsky Karl. Op. cit.
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Cuadro �
Relación de propiedad de tierras de la familia 
Marinkovic

  Nombre Predios Lugar
 Extensión

   (Hectáreas)

Nilson Medina/Tatiana Marinkovic Las Londras Prov. Guarayos 4.357
 Sudán

Tatiana Marinkovic Santa María Prov. Guarayos 1.914

Radmila de Marinkovic Las Petas I Prov. Chiquitos 3.132
 Las Petas II

Yasminka Marinkovic Los Álamos Prov. Chiquitos 3.137

Yasminka Marinkovic La Esmeralda Prov. Chiquitos 250

Tatiana Marinkovic/Elvio Perrogón Agropecuaria Prov. Chiquitos 18.433
 Modelo
 Montenegro

Silvio Marinkovic Perico Ñuflo de Chávez 7
 San Antonio I

Silvio Marinkovic El Álamo Prov. Sarah 1.317

Adam Marinkovic/José Masanes La Estacada Obispo 250
  Santiesteban

 Sub total �   �2.���

Robert Jakuvec/Yasminka Marinkovic Yasminka (1) Prov. Guarayos 12.587

Branko Marinkovic Laguna
 Corazón (2) Prov. Guarayos 14.364

 Sub total    2�.���

 Total   ��.��8

Fuente: Elaboración propia con base al artículo “La primera acción estatal 
contra el latifundio”, publicado en Bolpress por Miguel Lora Fuentes 
(23/11/2007). Este autor presenta esta información proporcionada 
por el INRA.

 (1 y 2) Propiedades en litigio. Los casos Yasminka y Laguna Corazón 
han generado procesos penales contra la familia Marinkovic- Jakuvec 
por la comisión de los supuestos delitos de falsedad material, falsedad 
ideológica, uso de instrumento falsificado, uso indebido de influencias 
y prevaricato.

 (2) La empresa Laguna Corazón está conformada por los predios Lagu-
na Corazón (894 hectáreas), San Pablo (5.266 hectáreas), Montenegro 
o Soledad (1.575 hectáreas), otro San Pablo (1.500 has), Santa Teresita 
(2.062 hectáreas), San Gerardo (2.000 hectáreas) y Las Liras (1.067 
hectáreas).
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Esta información demuestra de forma empírica lo se-

ñalado anteriormente. Como se puede observar, este grupo 

económico familiar ha logrado concentrar una gran exten-

sión de tierras, acumulando —legal e ilegalmente— varios 

predios en distintas provincias, pero manejados empresa-

rialmente de manera centralizada. Por ello, las propues-

tas que creen que, a partir de la fijación de un límite de 

extensión a la gran propiedad, lograrán afectar seriamente 

latifundios productivos, no están en lo cierto.

Como se observa, salvo las propiedades Yasminka 

y Laguna Corazón —ambas señaladas de haber sido ad-

quiridas ilegalmente— así como Agropecuaria Modelo y 

Montenegro, el resto de los predios de este grupo familiar 

no tienen extensiones que superen las 5.000 hectáreas, su-

perficie máxima propuesta para la gran propiedad agraria. 

Con ese límite constitucionalizado, la familia Marinkovic 

se quedaría en propiedad de aproximadamente 19.000 

hectáreas y no con las 5.000, teóricamente fijadas en la 

propuesta para el nuevo texto constitucional como “límite 

máximo” de la gran propiedad agraria.

Como puede observar el lector, estos predios también 

se caracterizan por estar registrados a nombre de dife-

rentes miembros de la misma familia, por lo que la dis-

posición referida a la prohibición de la “doble titulación” 

tampoco tendrá el impacto que supuestamente persigue, 

es decir, restringir también por esta vía la extensión de la 

propiedad agraria.

Por otro lado, la información relativa a las superficies 

de tierra distribuidas según tipo de propiedad, da cuenta 

que 19.486 empresas agropecuarias, que concentran 

31.097.404 hectáreas (33,37% del total de la superficie 



2�

distribuida), tienen en promedio una extensión de 

solamente 1.696 hectáreas (Cuadro 9) lo que implica que 

una buena parte de las mismas estarían por debajo de la 

superficie máxima propuesta (5.000 ó 10.000 hectáreas). 

Finalmente, y como lo indicamos en este documen-

to, la gran empresa agropecuaria no solamente puede 

concentrar tierras a través de la adquisición de varios 

predios, sino que siempre encontrará propietarios terra-

tenientes dispuestos a arrendarlas; tipo de relación social 

que, como se ha visto, no prohíbe la propuesta del nuevo 

texto constitucional.

Si bien es posible que con este tipo de normas —que 

ponen límite a la superficie de la propiedad agraria y que 

prohíben las dobles titulaciones— podría darse, momen-

táneamente, la posibilidad de una mayor redistribución 

de tierras, lo cierto es que, a mediano y largo plazo, se 

impondrá la ley de la acumulación capitalista de la tierra, 

es decir, su concentración en pocas manos, pero, esta vez, 

a partir de los nuevos parámetros constitucionales.

En este sentido, es un absurdo plantearse —como lo 

hace un defensor de este tipo de políticas supuestamente 

“redistributivas” —que “elegir 5 mil hectáreas será una 

apuesta para crear pequeños propietarios sólidos e integra-

dos al mercado […]— (mientras que) optar por 10 mil sig-

nificará establecer medianos propietarios competitivos”27. 

Habría que recordar que la Ley de Reforma Agraria de 

1953 fijaba en 2.000 hectáreas la extensión máxima de la 

propiedad agraria en el oriente; el resultado no ha sido la 

27. Colque Gonzalo “¿10 mil ó 5 mil hectáreas para eliminar al latifundio?”, 
Fundación Tierra, 11/12/2007.
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expansión de un vasto ejército de “pequeños propietarios 

sólidos”; sino de un puñado de grandes propietarios que, 

por ejemplo, concentran las tierras más productivas del 

país para la producción agrícola de exportación (entre las 

que destaca la soya). 

Para el director Nacional de Tierras, Clíver Rocha el 

tope planteado para la tenencia de la tierra “permitirá 

una distribución justa e igualitaria de los predios” (por 

lo que) “Bolivia se sumará a la lista de países que en su 

legislación cuentan con un límite a la tenencia de la tierra 

como es el caso de México, Chile en los años 70 y 73, Perú 

entre el 68 al 75 y Ecuador”28. Al respecto, vale la pena dar 

cuenta sobre los resultados de este tipo de legislaciones 

en algunos de estos países. 

En Chile, según los datos del Censo Agropecuario 

de 1997, el 31,2% de los productores —clasificados en la 

categoría de subsistencia— concentra únicamente el 2,3% 

de la superficie total, mientras que el 2,9% de las grandes 

empresas concentra el 30,1%29. 

En el caso de Ecuador, los datos del Censo Agropecua-

rio del año 2000, dan cuenta que el 43,4% de las unidades 

productivas pequeñas (menores a dos hectáreas) cubren 

apenas el 2% del total de la superficie de este segmento, 

mientras que un 2,3% de empresas grandes de cien hec-

táreas y más poseen el 42,6% del total de la superficie 

censada. Es más, la información señala una tendencia 

28. ABI, (03/03/2008).

29. Gutiérrez Mauricio, Quilaqueo Claudio y Troncoso Patricio, Políticas 
públicas de la tenencia de la tierra: perspectivas e historia, Estudios de la 
Sociedad Rural, Publicación Digital Anual, marzo 2005, Nº 1, Comunidad 
Sociológica Temuco-Chile.
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al crecimiento del número de grandes empresas y de la 

superficie que concentran30.

En el caso de Perú, un conocido agrarista señala que 

desde 1994 han surgido “centenares de explotaciones 

agropecuarias que, en la costa, superan las 150 hectáreas 

(que era el límite máximo permitido por la Ley de Reforma 

Agraria de 1969 para predios de propiedad individual). 

Hoy existen en esta región verdaderos latifundios, propie-

dades privadas de más de mil hectáreas”31.

Como se puede observar, los resultados concretos de 

las reformas agrarias que incorporan topes a la extensión 

de la propiedad agraria, no son los que se imagina una 

de las principales autoridades del Gobierno en la materia; 

por el contrario, avalan nuestro análisis. 

Otro gran tema que es importante señalar, tiene que 

ver con lo que Lenin denomina “el predominio del poder 

del dinero” en el ámbito agrario, en alusión al hecho de 

que es inimaginable que alguien (los campesinos entre 

ellos) pueda producir bajo el predominio del modo de 

producción capitalista, sin algún capital (recursos econó-

micos, aperos, ganado, máquinas, reservas de semillas, 

etc.) “…por lo que quien no lo tenga, aparte de sus brazos, 

seguirá siendo invariablemente un esclavo del capital”32. 

Como planteamos en este documento, el capital bancario, 

el capital usurero, el capital comercial y el capital industrial 

30. Ordóñez Guillermo, Ecuador: breve análisis de los resultados de las 
principales variables del Censo Nacional Agropecuario 2000, SEAN/INEC.

31. Eguren Fernando, Es urgente un nuevo censo agropecuario, CEPES, Lima-
Perú, s/f. 

32. Lenin V.I. El proletariado y el Campesinado, Editorial Progreso, Moscú, 
1978.
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logran subordinar, en proporciones cada vez más impor-

tantes, a la producción campesina, la cual puede basarse 

tanto en la propiedad privada como en la propiedad 

comunal. En este sentido, la tenencia de la tierra para los 

campesinos pobres —que son la mayoría— se convierte, 

en el capitalismo, en un bien relativo. Se puede poseer la 

tierra, pero sin posibilidades de aprovecharla plenamente 

en beneficio propio.

Por ello, todos los planteamientos sobre la “socializa-

ción de la tierra” que no sostengan la “socialización del 

capital”33, es decir, la idea de que es posible el usufructo 

igualitario de la tierra, “el comunitarismo”, existiendo el 

capitalismo y el predominio de la economía mercantil en 

el campo, no sólo es, como indica Lenin, “un error”34, sino 

un engaño por parte de quienes sostienen la posibilidad 

de la equidad social en el capitalismo.

33. Lenin V.I. Op. cit.

34. Lenin V.I. Op. cit.
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La estructura agraria boliviana en el período anterior a 

la revolución de abril de 1952 se caracterizaba por el predo-

minio de unidades productivas organizadas bajo el sistema 

de hacienda, que coexistían con comunidades campesinas 

y con pequeñas propiedades. Las relaciones de producción 

dominantes estaban basadas en la renta en trabajo, es decir, 

en la prestación obligada de servicios personales. En las 

comunidades campesinas aún predominaba una suerte de 

“economía natural”, donde se combinaba la propiedad 

individual con la colectiva y donde la organización de la 

producción se basaba en la fuerza del trabajo familiar y en 

formas de cooperación e intercambio de trabajo. Con can-

tidades menores de tierra, también componían la estructura 

agraria productores independientes parcelarios; basados en 

la trabajo familiar con producción excedente orientada al 

mercado, así como también, formas de transición expre-

sadas en la organización de la producción bajo arriendo 

y aparcería en tierras de los grandes hacendados; donde 

se aplicaba de manera combinada el pago de la renta en 

trabajo y en dinero (Paz, D., 1989: 17-21) (Cuadro 1).

La revolución de 1952
y las vías de desarrollo 

del capitalismo
en la agricultura
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Paz señala que en la agricultura boliviana prereforma 

“...no se presentaba de modo dominante una vía de desa-

rrollo capitalista que pudiera identificarse con la transfor-

mación lenta de la economía basada en la servidumbre 

hacia una economía empresarial capitalista, es decir, el 

camino de desarrollo que Lenin califica de prusiano o vía 

junker […], ya que si bien se observaban algunas formas 

de transición hacia el desarrollo de empresas agrícolas 

capitalistas, fundamentalmente en Santa Cruz […], el 

limitado desarrollo del mercado propio de una economía 

de ‘enclave’ minero y de débil desarrollo industrial, marcó 

un límite a la transformación agraria de modo que no se 

constituyeron verdaderas empresas capitalistas agrarias 

sino hasta la Revolución Nacional” (Paz, D., 1989: 37).

Si bien la promulgación del Decreto Ley 3464 de Re-

forma Agraria, del 2 de agosto de 1953, tuvo como telón 

de fondo, la acción directa de las masas campesinas que 

impusieron en los hechos la toma de haciendas y la ex-

pulsión de los propietarios terratenientes de las mismas, 

esta norma lleva la impronta del Movimiento Naciona-

lista Revolucionario (MNR) que desde los años cuarenta 

planteaba —al igual que lo hace hoy el MAS— no la 

revolución agraria campesina sino la expropiación de los 

latifundios improductivos (Paz; D., 1989: 142-143). Para 

el MNR, que buscaba el desarrollo del capitalismo en el 

país y, por tanto, la superación del latifundio feudal, el 

latifundio improductivo que debía abolirse era aquel que 

se asentaba “…precisamente en el trabajo gratuito, en 

el arrendamiento y en la compensación en especie, que, 

en definitiva, son formas de renta por el sólo hecho de la 

propiedad sobre la tierra…”. Por ello, el latifundio que no 
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debía ser afectado era aquel que se caracterizaba por tener 

“…un mayor porcentaje de renta proveniente del trabajo 

personal del propietario y su familia, o de la propiedad 

de los medios de producción, en un sistema asalariado 

dirigido y administrado por el propietario” (Chávez, Ñ., 

1953: 121). 

Por ello, la Ley de Reforma Agraria legalizó, por un 

lado, la supresión de relaciones sociales basadas en la 

prestación de servicios personales en el campo; previa-

mente ejecutada por los campesinos en las regiones del 

valle y del altiplano, convirtiendo a éstos en propietarios 

parcelarios de la tierra y, por el otro, promovió el desarro-

llo de una agricultura capitalista a través de la transforma-

ción de buena parte de las haciendas agrícolas y ganaderas 

del oriente del país en empresas agropecuarias. Parale-

lamente, el Estado promovió los denominados “procesos 

de colonización” de tierras bajas de los departamentos de 

La Paz, Cochabamba y Santa Cruz a cargo de campesinos 

andinos y de “colonizadores extranjeros” (menonitas y 

japoneses). 

En resumen, a partir de 1952 se planteó una vía cam-

pesina o farmer de desarrollo capitalista de la agricultura, 

a través de la reforma agraria de facto realizada por los 

propios campesinos y de los procesos de colonización; 

y una vía terrateniente o junker a través de la Ley de 

Reforma Agraria. 

El MNR, en función de Gobierno, se propuso el de-

sarrollo capitalista del país, en el marco del modelo de 

sustitución de importaciones que se caracterizó por una 

fuerte intervención y participación estatal en la economía, 

y con un marcado énfasis en el desarrollo del mercado 
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interno. En este modelo, el Estado no sólo intervino en 

el aparato productivo; sino que también asumió un rol 

regulador del circuito del excedente, principalmente mi-

nero, que fue orientado a fortalecer procesos de diversi-

ficación económica (Grebe, H., 1983: 58). Se planteó, por 

un lado, la diversificación de las exportaciones (minerales, 

hidrocarburos y productos agropecuarios tropicales) y la 

sustitución de importaciones, sobre todo de alimentos. La 

sustitución de productos agrícolas y la primacía de una 

industria, fundamentalmente, alimentaria planteaban la ne-

cesidad de una agricultura transformada, capaz de lograr el 

abastecimiento de productos básicos de la canasta familiar 

y proporcionar materia prima para la industria alimentaria. 

Las políticas se orientaron a estos propósitos, por lo que 

la región de las tierras bajas —fundamentalmente Santa 

Cruz— se convertiría, en un lapso de tiempo relativamente 

corto, en la de mayor dinámica de la actividad agrícola del 

país (Escóbar, J. y Samaniego, C., 1981: 4-5). 

Hasta 1975 se podía aún advertir un incremento 

significativo de la producción agrícola —por superficie 

cultivada y por rendimientos—, tanto de la campesina 

como de la moderna capitalista, dinamizada por la Refor-

ma Agraria y por las políticas económicas y poblacionales 

(migración hacia el oriente). En efecto, hasta ese año, “los 

seis cultivos tradicionales del altiplano-valle; en manos del 

campesinado y de una mediana agricultura que se in-

crementa, predominantemente en los valles, aumentaron 

su superficie cultivada en casi 50% entre 1950-1975…” 

(Escóbar, J. y Samaniego, C., 1981: 8) (Cuadro 2). 

En este mismo período, la superficie “…con cultivos 

tropicales se amplió cinco veces, en parte por la actividad 
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de las empresas agrícolas capitalistas. Los cultivos de pastos 

y forrajes también aumentaron su superficie en un 67%, 

indicando la importancia de los productos lácteos en la 

canasta de alimentos de las ciudades” (Escóbar, J. y Sa-

maniego, C., 10981: 8). En el período 1973-1975 del total 

del valor de la producción agropecuaria nacional, el valor 

de la producción campesina significaba aún el 75,80%, 

mientras que el valor de la producción empresarial el 

24,20% (Cuadro 3).

Sin embargo, estos autores llamaban ya la atención 

en sentido de que la ampliación de la superficie cultivada 

en el oriente estaba determinando una disminución de la 

participación de los cultivos tradicionales (andinos) a pesar 

de su importante expansión. Así, mientras entre 1950 y 

1975 los cultivos tropicales incrementaban su participación 

en el total de cultivos del 6 al 22 por ciento; los cultivos 

tradicionales, que en 1950 representaban el 62% del total 

de cultivos en 1975, significaban el 56% (Escóbar, J. y 

Samaniego, C., 1981: 10). 

Entre 1975 y 1980 la expansión de la superficie cul-

tivada presenta, en general, síntomas de estancamiento. 

Se destaca sobre todo la disminución de la superficie 

cultivada por el campesinado, fundamentalmente andino, 

lo que —según Escóbar y Samaniego— obedecería a dos 

razones: por un lado, cambios en el consumo, puesto que 

hacia los años setenta comienza a predominar el consumo 

de productos manufacturados como arroz, azúcar, fideo, 

aceites y grasas; por el otro, a que el Gobierno comienza 

a relegar el apoyo a cultivos en manos de campesinos 

de los valles y del altiplano (Escóbar, J. y Samaniego, C., 

1981: 11-12 y 57).
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La vía terrateniente tuvo en el modelo de sustitución 

de importaciones la base de su desarrollo y lento proceso 

de consolidación. La transformación de las haciendas en 

empresas agrícolas capitalistas estuvo acompañada —des-

de los primeros años de la década de los cincuenta—de 

políticas y acciones concretas para este propósito.  

Con relación a las condiciones de transformación de 

la hacienda como empresa agrícola o ganadera capitalista, 

la Ley de Reforma Agraria de 1953 caracterizaba a esta 

última como aquella de “… inversión de capital suplemen-

tario en gran escala, el régimen de trabajo asalariado y 

el empleo de instrumentos modernos de producción, ex-

cepción hecha de éstos últimos en regiones con topografía 

accidentada”. 

Estas haciendas contaron con la asistencia estatal en 

cinco ámbitos para su transformación en empresas ca-

pitalistas: i) concreción de una red vial básica (carretera 

Cochabamba-Santa Cruz, de una red caminera interna en 

zonas de expansión y de mayor dinámica de la agricultura, 

así como la construcción de la red ferroviaria oriental Santa 

Cruz-Brasil y Santa Cruz-Argentina de relevancia para la 

exportación de azúcar, algodón y madera); ii) asistencia 

técnica con servicios de extensión agrícola, el desarrollo 

de granjas experimentales y de investigación, así como la 

oferta en alquiler de un pool (conjunto) de maquinarias 

agrícolas; iii) asistencia financiera a través de crédito su-

pervisado; iv) creación de ingenios azucareros estatales 

que estimularon la producción de caña para la producción 

de azúcar y v) promoción de procesos de colonización 

orientados, tanto a la producción de materia prima y 

alimentos, como a proveer a las empresas capitalistas de 
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fuerza de trabajo temporal para las épocas de mayor de-

manda (Escóbar, J. y Samaniego, C., 1981: 37).

La progresiva consolidación de la vía terrateniente 

durante la última etapa del modelo de sustitución de 

importaciones —en el cual se manifestaban ya claras 

tendencias hacia una agricultura de exportación—se 

dieron a partir de varias acciones estatales. Entre las más 

relevantes se pueden citar aquellas relacionadas al crédito 

estatal y a la distribución de tierras. Hacia 1958, del total 

del crédito agrícola otorgado por la banca estatal el 41,7% 

se destinaba a Santa Cruz, distribuyéndose el resto de los 

recursos, fundamentalmente, entre los departamentos de 

Tarija, Cochabamba, La Paz y Chuquisaca.

En 1971 y 1973, y como resultado de la importancia 

de la producción de algodón y caña de azúcar, Santa Cruz 

llega a concentrar el 69,6 y el 80,8 por ciento del total del 

crédito agrícola, respectivamente (Cuadro 4). Respecto 

a la distribución de tierras, sólo durante el Gobierno de 

Hugo Banzer (1971-1978) se distribuyeron 17,8 millones 

de hectáreas, de las cuales el 90% se ubican en los de-

partamentos de Santa Cruz y Beni (Urioste, M., 1988), es 

decir, departamentos donde se desarrollaba la empresa 

agropecuaria capitalista. Es pues sobre la base de la gran 

propiedad de la tierra —adquirida u obtenida legal o ile-

galmente— que se sientan las bases para el desarrollo de 

la gran empresa agrícola y ganadera-capitalista.

La expansión de los cultivos de la agroindustria 

capitalista en Santa Cruz (fundamentalmente caña y 

algodón) estuvo acompañada, hasta fines de los años 

ochenta, por un mayor requerimiento de fuerza de trabajo 

asalariada temporal, que tuvo una fuente importante de 
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abastecimiento entre los campesinos parcelarios a nivel 

local y de las regiones de influencia en los departamentos 

de Cochabamba, Potosí y Chuquisaca. En las cosechas de 

algodón y de caña de azúcar alrededor del 50% de los 

trabajadores temporales eran semiproletarios provenientes 

fundamentalmente de estas regiones, y el resto lo 

conformaban proletarios agrícolas (40% en caña y 18% en 

algodón) y no agrícolas (10% en caña, 32% en algodón) 

(Ormachea, E., 1985: 35). 

Estos procesos de semiproletarización y proletariza-

ción de contingentes campesinos que se observaban ya en 

el período de sustitución de importaciones, manifestaban 

procesos de diferenciación campesina; agudizados por 

una política de precios destinada a favorecer la acumula-

ción en el sector industrial y exportador, que privilegiaba 

precios bajos al consumidor en el marco de una estrategia 

de abaratamiento de costos de la fuerza de trabajo urba-

na, que resultaba adversa para los pequeños productores 

campesinos (Rivera, S., 1983: 134). 

Para comprender estos procesos, es importante recu-

perar los planteamientos de Lenin en relación a los pro-

cesos de diferenciación campesina. Parte señalando que 

éstos se presentan cuando el escenario económico y social 

en el que se desenvuelve el campesinado corresponde a 

la economía mercantil, es decir, a un medio en el que este 

grupo se encuentra supeditado al mercado. Este régimen 

de relaciones económicas y sociales en el campesinado 

agrícola y comunal muestra todas las contradicciones 

propias de cualquier economía mercantil y de cualquier 

capitalismo (concurrencia, acaparamiento de tierras com-

pradas o en arriendo, concentración de la producción en 
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manos de una minoría y desplazamiento de la mayoría 

a las filas del proletariado y su explotación a través del 

capital mercantil y de la contrata de braceros). Esta reali-

dad hace que el viejo campesinado (el de la comunidad 

de economía natural o autosuficiente) ya no exista más y 

sea desplazado por nuevos tipos de población rural que 

se diferencian constantemente y que tienden a convertirse 

en burguesía rural, unos, y en proletarios, otros. Este con-

junto de contradicciones económicas existentes en el seno 

de los campesinos constituye la diferenciación campesina 

(Lenin, V.; 1979: 161-162).

Hacia 1988 una encuesta daba cuenta de este pro-

ceso en el país, al constatar que los campesinos pobres, 

aquellos cuya producción no alcanzaba a cubrir la repro-

ducción de la fuerza de trabajo familiar ni a reponer sus 

medios de producción y que, por tanto, se veían obligados 

a vender su fuerza de trabajo temporalmente, represen-

taban el 76% de las unidades agropecuarias campesinas 

y solamente acaparaban el 26% de la superficie total de 

tierras cultivadas. Por otro lado, los campesinos medios 

que utilizaban fundamentalmente fuerza de trabajo familiar 

y lograban reproducir la unidad económica representa-

ban el 11% y concentraban el 13% de la superficie total 

cultivada. Finalmente, los campesinos ricos concentraban 

el 61% de la superficie total cultivada y solamente repre-

sentaban el 13% de las unidades económicas campesinas. 

Estos últimos obtenían regularmente ganancias luego de 

cubrir los gastos de reproducción de la familia y reponer 

sus medios de producción.

A pesar del trabajo familiar incorporado en la 

producción, estos campesinos se caracterizaban por ser 
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compradores de fuerza de trabajo asalariada y por utilizar 

insumos y aperos de labranza modernos (Ormachea,      

E.; 1991: 4).

Un estudio sobre el mercado de tierras en Bolivia, 

realizado en 1999, da cuenta de estos procesos de diferen-

ciación campesina, cuando comprueba que en las zonas 

andinas de mayor concentración demográfica campesina 

—como los valles centrales de Cochabamba y Tarija, la 

zona del Lago Titicaca y los valles mesotérmicos de Santa 

Cruz— se ha desarrollado un mercado de compra-venta 

de tierras generalizado. Constata además, la presencia de 

“fincas comerciales”, es decir, de unidades productivas 

orientadas claramente al mercado y “cuyos dueños ya no 

son miembros de una comunidad campesina tradicional”. 

En las zonas de colonización este estudio confirma una 

tendencia a la evolución del régimen de “colono” a la 

categoría de “finca comercial”, que en el caso de la zona 

de expansión de Santa Cruz (Pailón, Los Troncos-Tres 

Cruces), es el más marcado, pues el 73% de las fincas se 

consideran “comerciales” (Muñoz, J.; 1999: 19). En otras 

palabras, estos datos indican que en comunidades de 

algunas regiones se están dando procesos de diferencia-

ción campesina más marcados, donde la pequeña parcela 

campesina estaría cediendo paso a la pequeña y mediana 

empresa capitalista. Ha sido justamente en las zonas de 

colonización de Santa Cruz donde se ha desarrollado y 

concentrado con mayor nitidez la vía farmer.
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El período neoliberal se caracteriza por su fuerte én-

fasis en la orientación de la producción doméstica hacia 

el mercado externo, a través de políticas de privatización 

de las empresas estatales, la eliminación de subsidios, la 

liberalización de los mercados y la apertura comercial, 

entre otras. En este lapso, las compañías transnacionales 

y la gran empresa privada son las encargadas de liderar 

la inserción de la economía nacional en la economía 

mundial. Por ello, cobra relevancia la agricultura de ex-

portación en desmedro de la producción agrícola para 

el mercado interno, al cual está articulada la producción 

campesina.

Con el mismo propósito, a través de sus políticas, el 

Estado privilegia el aprovechamiento y explotación de 

otros recursos naturales como los forestales, principal-

mente de las especies maderables con mayor valor en los 

mercados y no maderables, como el caso de la castaña. 

La producción forestal exportable generalmente está en 

manos de los sectores empresariales.

El neoliberalismo
y la consolidación

de la vía terrateniente
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Si bien durante el período de sustitución de impor-

taciones la producción agropecuaria campesina —sobre 

todo en la zona andina del país— iba perdiendo terreno 

paulatinamente, era aún relevante como oferente de 

alimentos para el mercado interno. Esta situación se irá 

transformando durante el período neoliberal a partir de 

la apertura irrestricta de la economía boliviana; la pro-

ducción campesina, en especial andina, cae ostensible-

mente, por encontrarse en clara desventaja competitiva 

en relación a la producción de los países vecinos, (Pérez 

M., 2002) los que tienen un mayor desarrollo de la agri-

cultura capitalista, y a la propia producción agrícola de 

corte capitalista interna asentada fundamentalmente en 

las tierras bajas del país.

Ha sido más bien la agricultura capitalista orientada a 

la exportación la que se ha desarrollado y fortalecido en 

estos últimos 20 años, a través de políticas que han pro-

movido la exportación de un reducido número de rubros 

y productos que, como el caso de la soya, se benefician de 

preferencias arancelarias resultantes de acuerdos comer-

ciales, por ejemplo, de la Comunidad Andina de Naciones, 

y de subsidios estatales (Pérez, M.; 2007).

Mientras, por ejemplo, en 1986 el 77% del total de la 

superficie cultivada correspondía a cultivos como los ce-

reales, frutas, hortalizas y tubérculos, con una predominan-

cia de producción campesina, hacia el 2004 estos cultivos 

significaban solamente el 48,2%. En el mismo período, la 

superficie de los cultivos industriales —que representan 

mayoritariamente producción bajo relaciones capitalis-

tas— se incrementó del 12,5 al 44,4 por ciento del total 

de la superficie cultivada. Asimismo es importante señalar 
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que mientras en 1986 el 46,6% del total de la producción 

agrícola nacional correspondía a los cultivos industriales, 

en 2004 ese porcentaje subió al 63,5% (Cuadro 5). 

Estos cambios en la importancia de la producción 

capitalista y de la producción campesina se ponen tam-

bién de manifiesto en la información sobre el valor de 

la producción agropecuaria. En el período 1961-1963 el 

valor de la producción campesina significaba el 82,20% 

del valor total de la producción agropecuaria, pero hacia 

fines del período de sustitución de importaciones (1982-

1984) ya había bajado al 58,30%, tendencia que se acentúa 

a partir del neoliberalismo. Entre el 2000 y 2002, del valor 

total de la producción agropecuaria solamente el 39,70% 

correspondía a la producción campesina y el 60,30% a la 

producción capitalista (Cuadro 3). 

Estos procesos están implicando cambios relevantes 

en la configuración regional de la producción agrícola, 

pecuaria y forestal. Como es sabido —y según criterios 

convencionales de regionalización—de un total aproximado 

de 446 mil unidades productivas campesinas existentes 

en el país, 225 mil se asientan en los departamentos 

del altiplano (La Paz, Oruro y Potosí), 164 mil en los 

departamentos de los valles (Cochabamba, Chuquisaca y 

Tarija) y solamente 57 mil en los departamentos del oriente 

(Santa Cruz, Beni y Pando) (Pacheco, P. y Ormachea, E., 

2000: 20). La menor presencia campesina en el oriente 

del país obedece justamente al mayor desarrollo de 

las pequeñas, medianas y grandes empresas agrícolas, 

pecuarias y forestales capitalistas. Las relaciones de 

producción capitalistas en estos rubros son predominantes 

en los departamentos orientales y vienen también 



�8

adquiriendo presencia paulatina en algunas zonas de los 

valles y el altiplano, a través de pequeñas y medianas 

empresas, aunque en estas regiones predomina la 

pequeña producción parcelaria campesina (Pacheco, P. y 

Ormachea, E., 2000: 21). 

Sin desconocer que en el conjunto de la producción 

agrícola, ganadera y forestal en el oriente existe alguna 

producción campesina, lo cierto es que la mayor parte de 

la producción de esta región se encuentra bajo relaciones 

capitalistas. En este sentido, la información regionalizada 

que se presenta a continuación intenta brindar algunos ele-

mentos más sobre las diferencias que se están marcando 

entre la economía campesina y la producción capitalista, 

tomando en cuenta algunos productos de relevancia tanto 

para el consumo humano como para el industrial. 

En el caso de la producción agrícola en 2004, de un 

total de 2.118.988 hectáreas cultivadas en el país, los de-

partamentos del oriente concentraban el 59% del total de 

la superficie cultivada, el 96% de los cultivos industriales 

(algodón, caña de azúcar, girasol, maní y soya), el 42% 

de la producción de cereales (fundamentalmente arroz, 

maíz en grano, sorgo y trigo), el 32% de los cultivos de 

hortalizas (en especial fréjol, poroto y tomate) y el 27% de 

frutas (sobre todo banano, plátano, naranja y mandarina). 

Estos datos confirman la concentración de los cultivos 

industriales en el oriente y la importancia que esta región 

va adquiriendo como abastecedora de productos agrícolas 

alimenticios para el mercado interno. La mayor parte de 

la superficie cultivada de los departamentos del oriente 

corresponde a Santa Cruz (Cuadro 6). 
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Esta tendencia también se manifiesta en otros rubros. 

Así por ejemplo, los departamentos del oriente concentran 

el 73,3% del total del hato ganadero bovino nacional, el 

36,3% del ganado porcino y el 37,8% de la producción 

total de pollos parrilleros (Cuadros 7 y 8). Con relación 

a la producción forestal, de un total de 693.847 metros 

cúbicos producidos en 2003, el 60,1% corresponde a los 

departamentos del oriente (Pacheco, D., 2006).

En los valles, donde se están conformando pequeñas 

y medianas empresas capitalistas, se destaca la producción 

de la agroindustria avícola; esta región produce el 60,3% 

de los pollos parrilleros del país, posee el 48% del total 

ganado porcino y el 18,5% del ganado bovino nacional. 

El altiplano, que se caracteriza por la predominancia de 

la producción campesina, solamente concentra el 19% de 

la superficie cultivada y su relevancia en el ámbito pro-

ductivo se circunscribe fundamentalmente a la ganadería 

ovina y camélida (Cuadros 6, 7 y 8). 

Todo este proceso ha llevado a la configuración de 

una estructura agraria en la que los propietarios de me-

dianas y grandes empresas, que representan el 17% de 

los beneficiarios de la distribución de tierra entre 1953 y 

2002, concentran el 51% de la superficie; mientras que 

los pequeños propietarios y comuneros, el 72% de los 

beneficiarios, sólo tienen el 19% de la superficie total 

distribuida. 

La fuente utilizada indica que 77.714 beneficiarios 

de TCO, que representan el 9% del total, concentrarían 

26.718.826 de hectáreas, es decir, el 28% del total de la 

superficie distribuida. Sin embargo, estas estadísticas in-

cluyen solicitudes de dotación y tierras inmovilizadas para 
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dotación a las TCO, pues es sabido que hasta la fecha so-

lamente se encuentran tituladas alrededor de 5,4 millones 

de hectáreas (CEDIB, 2005: 50). Salvo este dato, el resto 

de la información parece ser adecuada en un escenario 

caracterizado por un manejo arbitrario de cifras y datos 

sobre este tema (Cuadro 9). 

La importancia cada vez mayor de la producción capi-

talista, sobre todo en el oriente, también va aumentando la 

relevancia de proletarios del campo en la región. Si bien, 

cultivos como el algodón y la caña siguen articulando 

fuerza de trabajo semiproletarizada de origen campesino, 

fundamentalmente, para las cosechas, para el resto de 

los cultivos se articulan proletarios de la propia región, 

es decir trabajadores que se reproducen exclusivamente 

de la venta de su fuerza de trabajo en diferentes empre-

sas agrícolas durante todo el ciclo agrícola (Pacheco, P., 

1993). La zafra de la castaña también tiende a utilizar ma-

yoritariamente trabajadores urbanos y rurales temporales 

desprovistos de medios de producción, que todos los 

años se internan al bosque para recolectar ese producto 

(Pacheco; P., 1992).

La importancia cuantitativa de las unidades económi-

cas campesinas en los valles y, sobre todo, en los depar-

tamentos del altiplano, y la cada vez menor relevancia de 

su producción, estaría indicando una tendencia a que una 

parte considerable de la población agrícola ya no figure 

“en el mercado como vendedora de medios de subsisten-

cia, sino como vendedora de fuerza de trabajo y como 

compradora de medios de susbsistencia”. En este sentido, 

“la presencia de pequeñas explotaciones o su aumento 

constituye sólo una forma particular del aumento de las 
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familias semiproletarias o proletarias que se produce al 

mismo tiempo que el aumento de las explotaciones capi-

talistas” (Kautsky, K., 1983). Esta tendencia está siendo 

corroborada en algunos estudios que van demostrando la 

significación de los ingresos extraprediales (entre ellos, los 

que se generan por venta de fuerza de trabajo de manera 

temporal) en la reproducción de vastos sectores campesi-

nos (Madrid et al., 2002; Comisión Europea, 2000; Pacheco 

P. y Ormachea E., 2000; Loayza, Fernando et al., 2003).
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Debe recordarse que el escenario en el cual se aprue-

ba la Ley INRA en 1996 (Ley 1715 del Servicio Nacional de 

Reforma Agraria, conocida como Ley INRA, promulgada 

el 18 de octubre de 1996, durante el primer Gobierno de 

Gonzalo Sánchez de Lozada) responde a aquel marcado 

por la implementación de las políticas neoliberales. En 

1995, el reporte del staff del Banco Mundial sobre el 

Proyecto Nacional de Administración de Tierras reco-

mendaba elaborar una nueva ley de tierras ya que, según 

este organismo, existía incertidumbre en la titulación y 

esto, a su vez, acarrearía importantes consecuencias a la 

región del oriente debido a problemas de inseguridad 

de la tenencia de la tierra que afectaban su valor y, por 

consiguiente, desestimulaban la inversión en la agricultura 

(Vaca, P., 2006). 

Por ello, diversos autores coinciden en sostener que la 

formulación de la Ley INRA buscó allanar el camino para 

el desarrollo de la agricultura de exportación. Desde 1987 

—y en respuesta a la crisis de la minería del estaño que 

afectó a la economía nacional—, el Banco Mundial planteó 

La Ley INRA
como instrumento
de legalización
de los intereses
terratenientes
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la necesidad de potenciar rubros de exportación no tra-

dicionales entre los cuales destacaba el sector oleaginoso 

en razón a dos variables fundamentales: i) potencialidades 

de expansión de los cultivos a través de la ampliación 

de la frontera agrícola de los llanos del departamento de 

Santa Cruz y; ii) existencia de una demanda creciente del 

mercado mundial (Pérez, M., 2007).

No debe olvidarse que la Ley Forestal 1700, promul-

gada el 12 de julio de 1996, fue casi simultánea a la Ley 

INRA. Esta disposición básicamente fusionó los derechos 

forestales a los agrarios permitiendo que se pase de un sis-

tema de contratos forestales a otro de concesiones de largo 

plazo; así facilitó la consolidación del aprovechamiento 

forestal maderero y no maderero (castaña) empresarial.

Para uno de los principales miembros del Gobierno 

durante el proceso de discusión y aprobación de la Ley 

INRA (Alfonso Kreidler Guillaux, Subsecretario de Asuntos 

Agropecuarios del primer Gobierno de Sánchez de Loza-

da), el contexto previo a la aprobación de esta norma se 

caracterizaba por una “…tensa y creciente incertidumbre 

sobre los derechos propietarios de la tierra, principalmente 

en la zona oriental del país, especialmente en el depar-

tamento de Santa Cruz…”, a raíz de la intervención del 

Consejo Nacional de Reforma Agraria y del Servicio Nacio-

nal de Colonización en 1992 “…que generó un profundo 

vacío institucional y una profunda incertidumbre en los 

derechos de propiedad, en un momento de pleno auge de 

la producción de soya y la consiguiente expansión de la 

frontera agrícola” (Kreidler, A., 1998: 188). 

Otro importante miembro del Gobierno de la época  

—Miguel Urioste, que fungió de presidente del Movimiento 
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Bolivia Libre (MBL) durante la alianza política de este 

partido con el Movimiento Nacionalista Revolucionario 

(MNR) y Unidad Cívica Solidaridad (UCS) y que sostuvo 

el primer Gobierno de Sánchez de Lozada— reconoce 

que a partir de la aprobación de la Ley INRA se procede 

a sanear grandes extensiones territoriales, para dar curso 

a la producción masiva de soya en las mejores tierras de 

Santa Cruz, a través del proyecto “Tierras Bajas del Este” 

que contó con ingentes cantidades de recursos financieros 

concesionales del Banco Mundial (Urioste, M. y Kay,       

C., 2005: 45).

La Ley Forestal, a su vez, permitió que las mejores 

tierras de bosques se queden en manos de unas cuantas 

concesiones, mediante un sistema que garantiza incluso 

las transferencias de las licencias y la renovación de esos 

derechos, previa realización de auditorías cada cinco años. 

Este último requisito, no obstante, nunca ha sido imple-

mentado en la práctica, de manera que los derechos de 

los concesionarios son cuestionados aunque no hagan un 

manejo adecuado de los bosques. 

Por las razones anotadas y desde un punto de vista 

histórico, la Ley INRA se constituye en el instrumento 

que permite dar continuidad al objetivo del desarrollo del 

capitalismo en la agricultura, a través de la vía terrateniente 

que se planteó la Reforma Agraria del MNR en 1953. 

En este sentido, la aprobación de la Ley 1715 debe ser 

entendida en el contexto de la necesidad de consolidar el 

énfasis exportador de las políticas neoliberales aplicadas 

desde 1985, lo que requería, a su vez, de la consolidación 

legal de la estructura agraria, tal cual quedó configurada 

como resultado de la reforma de 1953 (La primera reforma 
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agraria fue establecida en el Decreto Ley 3464 del 2 

de agosto de 1953, durante el Gobierno de Víctor Paz 

Estenssoro), es decir de la concentración de las mejores 

tierras del oriente del país —fundamentalmente en Santa 

Cruz—, muchas de las cuales son forestales, como base 

material de su realización. 

La fusión de los derechos forestales sobre los agrarios 

ha permitido que los propietarios de tierras forestales se 

capitalicen con la extracción y venta de la madera para dar 

lugar a la conversión de esas tierras a la agricultura.

Por ello, la Ley INRA se ha dotado de un blindaje legal 

—a través de la enunciación de conceptos y de disposi-

ciones— orientado a evitar cualquier resquicio que ponga 

en peligro la propiedad terrateniente. En este sentido, 

y para el objetivo de este documento, interesa realizar 

únicamente un señalamiento de los aspectos centrales 

que, a nuestro juicio, son relevantes para demostrar su 

“espíritu pro empresarial”. Luego se analizará también el 

“espíritu pro empresarial” de la Ley Forestal, en tanto que 

ambas leyes ratifican la visión de desarrollo de la empresa 

capitalista en el agro.

En cuanto a la Ley INRA, un primer tema tiene relación 

con la Función Económica Social de la gran propiedad 

agraria. Para el investigador agrario Ernest Feder, como 

en el capitalismo las leyes preservan la gran propiedad 

privada de la tierra, el concepto de función social intro-

ducido en la legislación agraria latinoamericana se ha 

convertido en un instrumento que solamente permite la 

expropiación de unas pocas haciendas, puesto que su 

atención se centra “…en la eficiencia e intensidad del uso 

de la tierra […], en la producción y productividad de las 
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empresas individuales, más que en las desigualdades socia-

les inherentes a una distribución desigual de la tierra…” 

(Feder; E., 1978: 193). Dicho concepto hace “…difícil o 

imposible expropiar tierras en gran escala...” y sirve más 

bien “...para alejar la reforma agraria a zonas o áreas 

periféricas […] ya que en éstas la tierra no cumple, por 

lo general, con su Función Social porque no se la usa o, 

es obvio, no se la usa adecuadamente; pero también —y 

esto es lo más importante— para justificar la exención de 

la reforma agraria de toda la tierra de las haciendas que 

cumplen su función social, porque se las usa o administra 

adecuadamente”. Según este autor, este concepto es útil 

“...para hacer casi imposible la reforma agraria en las 

mejores zonas agrícolas…” (Feder, E., 1978: 196).

En la Ley INRA, el concepto de Función Económica 

Social es “el empleo sostenible de la tierra en el desarrollo 

de actividades agropecuarias, forestales y otras de carácter 

productivo, así como en las de conservación y protección 

de la biodiversidad, la investigación y el ecoturismo, 

conforme a su capacidad de uso mayor, en beneficio de 

la sociedad, el interés colectivo y de su propietario”. Para 

el ya citado negociador del proceso de aprobación de la 

Ley INRA, esta definición no sólo “…amplía el abanico de 

posibilidades de uso de la tierra...”, sino que “…permite 

al productor destinar parte de su tierra a la producción 

forestal o para futuras ampliaciones...” (Kreidler, A., 2000: 

191). En otras palabras, legitima la concentración de gran-

des extensiones de tierras. 

Este espíritu de protección de la gran propiedad te-

rrateniente que caracteriza a la Ley INRA queda también 

al desnudo al considerar suficiente la presentación del 
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pago anual de impuestos, basado en el autoevalúo del 

propietario sobre el valor de su tierra como prueba de no 

abandono. Este tratamiento se hace extensivo aun en si-

tuaciones en las que la superficie susceptible de reversión 

esté hipotecada, en cuyo caso se prevé que los acreedores 

hipotecarios podrán pagar el impuesto a la propiedad 

inmueble agraria a cuenta de sus titulares, antes que se 

produzca la causal de reversión por abandono de la tierra, 

con lo cual es más factible que la tierra en cuestión pase 

a manos de la banca antes que a las del Estado.

Adicionalmente, es importante destacar que si bien 

el saneamiento tiene entre sus finalidades la anulación de 

títulos ejecutoriales afectados de vicios de nulidad absolu-

ta, si la propiedad cumple la Función Económica Social el 

titular tendrá derecho a adquirirla por adjudicación simple, 

si se trata de personas naturales o jurídicas.

Asimismo, los títulos ejecutoriales viciados de nulidad 

relativa pueden ser subsanados y confirmados si la tierra 

se encuentra cumpliendo la FES. Esta legitimación de pro-

piedades con indicios de haber sido adquiridas de manera 

fraudulenta —ante la sola demostración del cumplimiento 

de la FES— es otra de las formas ideadas para evitar la 

reversión de tierras de los grandes terratenientes.

El argumento utilizado por los mentores de la Ley 

INRA, en sentido de que el acceso a la tierra para los 

empresarios debería darse a través de la adjudicación 

(compra-venta) y no por dotación (acceso gratuito), 

incluye también a campesinos y colonizadores que de 

manera individual pretendan acceder a tierras. Se trata, 

ciertamente, de una disposición destinada a amortiguar la 

presión de los campesinos pobres hacia la gran propiedad 
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terrateniente de tierras bajas que, como se sabe, emigra-

ron mayoritariamente al oriente como “colonizadores 

espontáneos” (de manera individual) y no a través de los 

procesos de “colonización dirigida” (de manera colectiva) 

promovidos por el Estado. 

Si bien la Ley INRA prohíbe adjudicaciones o dotacio-

nes a personas naturales o jurídicas extranjeras, contempla 

la posibilidad de que éstas adquieran tierras de terceros 

demostrando su residencia o habilitación para el ejercicio 

de actividades agropecuarias en el país. Esta disposición 

estuvo claramente orientada a facilitar la inversión ex-

tranjera en el complejo oleaginoso —fundamentalmente 

soyero— y, en los hechos, promovió un mercado de tierras 

(compra-venta y arriendo) del que se han beneficiado, 

sobre todo, grandes terratenientes que, como se conoce, 

accedieron a estas tierras gratuitamente. Se sabe también 

que una parte importante de la producción de soya en el 

país corresponde a los capitalistas brasileños.

Finalmente, es importante señalar que la Ley INRA da 

vía libre al funcionamiento de los contratos de aparcería 

y arrendamiento que, en el primer caso, es “una forma 

de transición de la forma primitiva de la renta a la ren-

ta capitalista” (Pedone, C., 2000: 51) y, en el segundo, 

reconoce la figura del terrateniente que vive de la renta 

capitalista de la tierra. 

Los críticos a medias de la Ley INRA consideran que 

ésta es progresista, pues reconoce los TCO, en tanto pro-

piedad colectiva para los pueblos indígenas. Sin embargo, 

siempre olvidan indicar que estas tierras o parte de ellas 

pueden ser revertidas por causas de utilidad pública, entre 

ellas, la prioridad que tienen, por ejemplo, las actividades 
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extractivas mineras e hidrocarburíferas. Tampoco señalan 

que la norma, en sus disposiciones transitorias, si bien 

establece la inmovilización de las tierras solicitadas como 

TCO, también impone el respeto a los derechos adquiridos 

legalmente por terceros que se encuentren en estos terri-

torios. Esta es la razón central por la cual, hasta la fecha, 

no se ha titulado un porcentaje significativo de TCO. 

La Ley Forestal también tiene un claro sentido empre-

sarial, porque ha privilegiado la conversión de contratos 

forestales a concesiones forestales de mediana y gran 

escala en manos de unas pocas empresas madereras 

con más capital. Asimismo, las normas diseñadas han 

sido pensadas en aprovechamientos madereros de gran 

escala, con tecnologías y prácticas de manejo que difícil-

mente están al alcance de las comunidades y/o pequeños 

productores. Los altos costos de entrada, para que éstos 

últimos puedan hacer manejo forestal, han impuesto en 

la práctica barreras de entrada para los pequeños en el 

mercado “formal”. La producción “informal” también 

beneficia de manera indirecta a los grupos empresariales 

y a un grupo grande de madereros y contratistas locales, 

porque les permite aprovisionarse de madera más barata 

que aquella que proviene de fuentes sostenibles. Entonces, 

sea a través de transacciones formales o informales, son 

los grupos empresariales y de madereros locales los que 

se benefician más de las economías madereras.
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Desde mediados de los años noventa el Banco Mun-

dial viene jugando un papel central en América Latina, 

en Asia y en los países del antiguo bloque soviético, con 

relación al diseño e implementación de políticas de tierras 

(Mendes Pereira, J.M., 2005) que obedecen a las estrategias 

de desarrollo rural de corte neoliberal, promovidas por 

este organismo y adoptadas por distintos gobiernos. 

La estrategia de desarrollo rural del Banco Mundial, de-

nominada Alcanzando a los pobres y aprobada en octubre 

de 2002, privilegia a la gran empresa privada como el actor 

central del aumento de la productividad y del crecimiento 

agrícola. Para ello, plantea políticas de liberalización de los 

mercados agrícolas, de integración de la agricultura a los 

tratados multilaterales de comercio y de diversificación de 

productos agrícolas de exportación. En este marco, la pri-

vatización de sectores que aún sigan en manos del Estado, 

así como de los servicios de extensión rural y apoyo a la 

construcción de la infraestructura rural, son consideradas 

como las políticas relevantes (Banco Mundial, 2002; Cam-

paña Global por la Reforma Agraria, 2004).

Las políticas de tierras 
de los organismos

financieros
internacionales
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En consecuencia, para el Banco Mundial resulta funda-

mental la inversión empresarial privada en la agricultura, 

por lo que prioriza la seguridad jurídica de la gran pro-

piedad agraria argumentando que es “el fundamento para 

el crecimiento, es una condición previa para la inversión 

y el funcionamiento de los mercados, además de ser un 

factor clave para prevenir conflictos relacionados con la 

tierra” (Baranyi, S. et al., 2004).

El modelo de Reforma Agraria de mercado
La orientación exportadora de la economía, propicia-

da por las políticas neoliberales, le ha asignado a la gran 

propiedad agrícola y/o terrateniente un papel central, pues 

se trata de asegurar el acceso al recurso tierra a aquellos 

productores que sean “eficientes” y que, por tanto, puedan 

“competir” en el mercado mundial. De esta manera, la 

gran mayoría de los gobiernos latinoamericanos, induci-

dos por los organismos financieros internacionales, han 

abandonado en los hechos los limitados programas de 

distribución de tierras para campesinos sin tierra o con 

escasez de este recurso, transitando del modelo distribu-

tivo de reforma agraria hacia la modalidad de acceso a la 

tierra vía mercado (Molina, J, s/f).

La estructura agraria de la gran mayoría de los países 

capitalistas atrasados se caracteriza por la presencia, cier-

tamente importante, de campesinos pobres minifundistas, 

muy afectados por las políticas neoliberales y la apertura 

comercial, que vienen reivindicando derechos de acceso a 

este recurso. Esta demanda choca inevitablemente con los 

intereses de las burguesías agrarias y sectores terratenien-

tes privilegiados por las políticas económicas neoliberales, 
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situación que marca un alto grado de conflictividad social 

en el campo. Como respuesta política a este escenario 

de la lucha de clases en el campo, el Banco Mundial 

consideró relevante diseñar políticas de tierras “para el 

crecimiento sostenible, la reducción de la pobreza y el 

buen gobierno” (Baranyi, S. et al., 2004).

En esta perspectiva, a mediados de los noventa el 

Banco Mundial planteó el modelo denominado “Reforma 

Agraria asistida por el Mercado”. Los programas específicos 

que apoya el organismo se basan fundamentalmente en el 

financiamiento —vía créditos a tasas de mercado— para 

que los campesinos compren tierras. Estos préstamos, 

por lo general, están acompañados de subsidios estatales 

destinados a inversiones productivas condicionadas a la 

inserción de la producción campesina en las cadenas de 

agroexportación.

Los principales argumentos utilizados por los teóricos 

y defensores del modelo de “Reforma Agraria asistida por 

el Mercado”, para justificar su implementación, son los 

siguientes: a) en el actual contexto, es decir, en el período 

neoliberal, las reformas agrarias distributivas conducidas 

por el Estado son políticamente inviables, ya que contie-

nen dimensiones confiscatorias (cuando no existen indem-

nizaciones o cuando están fijadas por debajo de los precios 

de mercado) contra las cuales los grandes propietarios de 

tierras se rebelan; b) las reformas agrarias conducidas por 

el Estado son coercitivas y discrecionales porque se ba-

san en la expropiación, mientras que la “Reforma Agraria 

asistida por el mercado” tiene un carácter negociado y 

voluntario; c) la “Reforma Agraria asistida por el mercado” 

estimula la conformación de los mercados de tierra como 
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requisito básico para la mejora de la eficiencia económica; 

d) a diferencia de las distribuciones masivas de tierras, el 

acceso vía mercado asigna tierra a aquel que está cierta-

mente interesado en trabajarla, así se limita la distribución 

de tierras a la demanda efectiva; e) ofrece opciones de 

salida para los productores ineficientes permitiendo que 

aquellos eficientes puedan acceder a la tierra; f) a dife-

rencia de programas distributivos que otorgan cantidades 

promedio de tierra, el mercado lo hace en función de las 

necesidades de los compradores; g) por todo lo anterior, 

los programas de “Reforma Agraria asistida por el merca-

do” son administrativamente más efectivos y más baratos 

(Molina J., s/f; Mendes Pereira, J.M., 2005).

En términos generales, las políticas de tierra recomen-

dadas por el Banco Mundial y asumidas por los gobiernos 

se orientan a: i) “ mercantilizar el acceso a la tierra y así 

favorecer el libre flujo de fuerza de trabajo en el campo; 

ii) estimular la inversión privada en la economía rural y 

favorecer la integración subordinada de parcelas campesi-

nas al circuito agroindustrial comandado por las grandes 

empresas; iii) aliviar de manera focalizada la pobreza 

rural, especialmente en situaciones donde las tensiones 

sociales del campo pueden atingir niveles ‘peligrosos’ para 

la seguridad del capital privado y/o la estabilidad del orden 

político vigente” (Mendes Pereira, J.M., 2005).

En un reciente balance general de este tipo de pro-

gramas realizado por el historiador brasileño Joao Marcio 

Mendes Pereira, con base en la experiencia de Brasil, Gua-

temala, Colombia y Sudáfrica, se destacan los siguientes 

aspectos. Respecto al acceso a la tierra, este autor cons-

tata que i) los precios pagados por los campesinos por 
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la tierra fueron altos y, generalmente, adquirieron tierras 

de mala calidad; lo que significa que los propietarios 

vendieron tierras marginales y de mala localización; ii) la 

mayor parte de la oferta de tierras provino de medianos 

y pequeños propietarios arruinados por las políticas neo-

liberales y de apertura comercial y, en menor medida, de 

los terratenientes. En cuanto a la producción agrícola, la 

evaluación plantea que la gran mayoría de los proyectos 

convirtieron a los campesinos en monocultivadores, es 

decir, en productores especializados subordinados a las 

cadenas agroexportadoras y sin ingresos significativos; en 

este sentido, es relevante el número de campesinos que 

han terminado endeudados o que han perdido las tierras 

adquiridas (Mendes Pereira, J.M., 2005). 

La nueva panacea: mercado 
de arrendamiento de tierras

Ante el fracaso de los programas de acceso a la tierra 

por medio de la compra-venta y como una variante de 

este enfoque, el Banco Mundial viene proponiendo el 

arrendamiento de tierras como medio de acceso a este 

recurso, “con el mismo fervor con el que difundió el mo-

delo de “Reforma Agraria asistida por el mercado” unos 

años atrás, y con el argumento de que “los arrendamientos 

son una manera más barata y más ágil de dar acceso a la 

tierra a quienes no la tienen, ya que no se necesita capital 

inicial de la compra” (Campaña Global por la Reforma 

Agraria, 2004).

Esta propuesta también está siendo asumida por otros 

organismos internacionales. Por ejemplo, para el BID el 

fomento de formas contractuales de acceso a tierras, a 
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través del arrendamiento, tiene “ventajas adicionales: son 

menos exigentes políticamente que las reformas agrarias 

tradicionales, son más económicas que la reforma agra-

ria negociada y son más progresivas que la explotación 

libre de mercados de compraventas de tierras”. Considera 

que “los arrendamientos de tierras proporcionan acceso 

a la tierra a trabajadores relativamente más productivos, 

fomentando la eficiencia”, situación que “contrasta con 

los mercados de ventas de tierras, en los que la formación 

no influye en la habilidad para comprar tierra”. Además 

sostiene que los arrendamientos “proporcionan acceso a 

la tierra a familias con dotaciones de tierra relativamente 

bajas por miembro adulto, redistribuyendo así progresiva-

mente el acceso y contribuyendo a reducir la pobreza”, lo 

que “contrasta con los mercados de venta de tierras que 

canalizan dotaciones de tierra relativamente grandes por 

integrante familiar adulto, contribuyendo a la concentra-

ción de la propiedad de la tierra” (BID, 2002).

Tras reconocer que “los mercados de venta de tierras 

apoyan las transacciones de pequeños a grandes” y que 

“las familias más pobres tienen menos posibilidades de 

comprar tierras”, el BID sugiere que los mercados de 

arrendamiento “pueden permitir transacciones de propie-

tarios grandes a pequeños” y que existen indicios de que 

“ofrecen la oportunidad de subir en la escala agrícola, 

dado que el acceso a tierras mediante arrendamiento 

puede llevar posteriormente a la propiedad de dichas tie-

rras” (BID, 2002).

Tanto para los programas de mercados de compra-

venta de tierras como para los programas de mercados de 

arrendamiento de tierras, el BID considera fundamental 
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fortalecer los derechos de propiedad mediante mecanismos 

regulados y no regulados, así como promover la adopción 

de mecanismos de resolución de conflictos fiables y de 

bajo costo. En consecuencia, el papel de los gobiernos 

se reduce a “establecer el marco legal e institucional en el 

que puedan funcionar los mercados de tierras y a crear 

el contexto macroeconómico en el que las transacciones 

que aumenten la productividad sean recompensadas” 

(Campaña Global por la Reforma Agraria, 2004). 

Para la Organización de las Naciones Unidas para la 

Agricultura y la Alimentación (FAO), “el renovado interés 

por el arrendamiento de la tierra que se ha observado 

recientemente” tiene que ver con la necesidad de “aprove-

char la abundancia en todo el mundo de tierras de cultivo 

no utilizadas o explotadas insuficientemente”, por lo que 

beneficia “tanto a los terratenientes como a los propietarios 

de tierras improductivas” (FAO, 2002).

Sin embargo, y de manera contradictoria, los propios 

estudios de la FAO sobre las diferentes modalidades de 

arrendamiento y aparcería que existen en la actualidad, 

en varios países del mundo, demuestran que son formas 

de alto beneficio para los terratenientes que, al gozar del 

monopolio de la tierra, imponen condiciones de explota-

ción a los arrendatarios campesinos.

Los acuerdos de licencia contractual, donde el 

propietario de la tierra contrata la totalidad o parte de 

las operaciones agrícolas (incluida la comercialización 

de la producción), en el caso de Indonesia, se basan 

“en la concesión, por parte del empresarios agrícola, 

de una licencia a un agricultor para que coseche un 

cultivo en pie. De este modo el empresario se asegura el 
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control sobre las actividades de recolección, evitándose 

de hecho tanto el trabajo como el riesgo que conlleva el 

cultivo, pero determinando su calidad antes de la compra” 

(FAO, 2002).

Los arrendamientos a cambio de mano de obra, utili-

zados en muchos países de África y Asia, a través de los 

cuales “el jornalero recibe un salario simbólico o una parte 

de la producción, junto con derechos de usufructo sobre 

una pequeña parcela de tierra para que la cultive en su 

propio beneficio”, son formas de producción con resabios 

de servidumbre (FAO, 2002).

La aparcería es, en general, un acuerdo de producción 

agrícola utilizado en América Latina, a través del cual “el 

propietario de la tierra suministra ésta (y en ocasiones los 

demás insumos) y el aparcero suministra mano de obra 

(y en ocasiones insumos tales como semillas) y donde al 

final del ciclo agrícola, la cosecha se divide entre partes 

según lo acordado previamente”. La aparcería ha sido, 

históricamente, el medio “para cultivar grandes fincas 

sin tener que afrontar los riesgos y los problemas adminis-

trativos que lleva consigo la contratación de trabajadores 

asalariados”. Por esta razón “ha sido siempre bien acogi-

da por los propietarios de la tierra como forma flexible de 

trabajo” (FAO, 2002).

Los denominados acuerdos a la inversa son aquellos 

en los que los “propietarios de pequeñas fincas dan en 

arriendo su tierra para que se realicen en ella operacio-

nes agrícolas en mayor escala, al tiempo que aceptan un 

empleo remunerado ya sea en su propia tierra o en otro 

lugar”; son muy utilizadas por los ejidatarios en México 

que arriendan sus parcelas a empresas agrícolas. Estas 
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empresas concentran muchas parcelas del ejido para crear 

una única parcela de mediano tamaño donde, a menudo, 

los ejidatarios trabajan como asalariados de la tierra que 

arriendan (FAO, 2002).
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En el marco de este tipo de políticas promovidas por 
los organismos financieros internacionales, el Gobierno de 
Carlos Mesa Gisbert elaboró una estrategia de desarrollo 
rural con definiciones precisas sobre la problemática de 
la tierra. En estrecha correspondencia con los plantea-
mientos del Banco Mundial, en esta gestión se comienza 
a elaborar un documento de políticas de tierras —que 
sería finalizado en la gestión de Eduardo Rodríguez Vel-
tzé— y, de esta forma, se intenta operativizar el modelo 
de “Reforma Agraria asistida por el mercado” a través de 
la promulgación de decretos supremos.

La Estrategia Nacional de Desarrollo Rural
En el año 2004, el Gobierno de Mesa aprobó la Estra-

tegia Nacional de Desarrollo Agropecuario y Rural (EN-
DAR), que responde a los lineamientos de la estrategia de 
desarrollo rural del Banco Mundial de 2002. Es importante 
recordar de manera resumida sus objetivos y orientaciones 
debido a que, en lo esencial, la gestión gubernamental del 
Movimiento al Socialismo (MAS) reitera estas concepciones 

en su Plan Nacional de Desarrollo.

Las políticas de tierras
del Gobierno de

Carlos Mesa Gisbert
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El objetivo que se plantea la ENDAR es “modificar la 

inserción (del sector agropecuario) creando oportunidades 

comerciales con el mercado externo, sobre la base de la 

mejora sustancial de la productividad y competitividad 

sectorial, a través de exportaciones agropecuarias median-

te cadenas de valor que posicionen y consoliden productos 

sectoriales en los mercados interno y externo”.

La ENDAR responde claramente a la orientación de 

las políticas neoliberales que priorizan la inserción de la 

producción agropecuaria en los mercados de exportación, 

a través de la conformación de cadenas agroproductivas, 

como la forma de inserción sostenida y competitiva en 

los mercados de los productores agropecuarios y rurales. 

Plantea consolidar la exportación de productos que ya 

están posicionados en esos mercados e impulsar otros.

En este enfoque, los pequeños productores campesi-

nos constituyen el eslabón primario en las cadenas agro-

exportadoras y el principal papel que se les asigna es ser 

proveedores de materia prima barata para la agroindustria, 

sector que determina, en última instancia, los precios. La 

articulación a estas cadenas de los pequeños productores 

campesinos, como proveedores de productos bajo las 

condiciones y precios fijados por los agroindustriales y ex-

portadores, implica reducidos ingresos para éstos, puesto 

que los mayores márgenes del excedente generado son 

siempre apropiados por los otros agentes de la cadena 

(CEDLA, 2003).

En efecto, en el caso de la cadena de la castaña se 

ha logrado establecer, por ejemplo, que en el país sólo se 

queda el 25% del total del valor generado; mientras que un 

75% se lo apropian las grandes empresas transnacionales 
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de comercialización. Únicamente un 8% del valor retenido 

a nivel nacional es distribuido entre los miles de zafreros 

asalariados y recolectores campesinos (Montero, L. y 

Póveda, P., 2004). En el caso de la cadena de maíz, los 

eslabones inferiores, donde se concentran los campesinos 

(preproducción y producción), solamente llegan a retener 

el 4,25% del total de los ingresos; mientras que los 

eslabones superiores de transformación y comercialización 

llegan a concentrar el 36,1% y el 59,6%, respectivamente 

(Cuadro 11).

Para la implementación de este enfoque, la ENDAR 

propone: i) completar el proceso agrario mediante la con-

solidación de los derechos de los pequeños propietarios 

y productores empresariales y comunarios, recurriendo 

al saneamiento y titulación de tierras; ii) generar nuevas 

oportunidades de acceso a la tierra, tanto mediante medi-

das de distribución inmediata a los campesinos sin tierra 

o con poca tierra, en el marco de la ley, como a través 

de mecanismos de mercado asistido que posibiliten la 

existencia de una oferta permanente de tierras, capaz de 

atender la demanda y iii) garantizar el uso productivo y 

sostenible de la tierra a través de procesos de transfor-

mación productiva.

En pocas palabras, para la ENDAR completar el 

proceso agrario es completar el proceso de titulación de las 

propiedades y consolidar, sobre esta base, el funcionamiento 

del mercado de tierras. Esta estrategia correspondía a los 

requerimientos del modelo agroexportador, cuyo sustento 

material se basaba en la estructura agraria resultante del 

proceso de Reforma Agraria iniciado en 1952. Por ello, 

—y a pesar de aducir la necesidad de aplicar políticas 
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distributivas de este recurso por la vía de la intervención 

estatal en el marco de la ley, es decir, del proceso de 

saneamiento— esta estrategia se adscribe de manera 

explícita a las políticas del modelo de “Reforma Agraria 

asistida por el mercado” diseñadas por el Banco Mundial.

El denominado “paquete agrario de Mesa”
Carlos Mesa intentó operativizar estas políticas a través 

de la aprobación, en mayo de 2005, de varios decretos co-

nocidos como “paquete agrario” que fueron rechazados en 

su totalidad por las organizaciones campesinas e indígenas, 

por considerarlos “inconstitucionales, ilegales y violatorios 

de nuestros derechos”, ya que beneficiaban “la concentra-

ción de la tierra a favor de latifundistas y empresarios” y 

sustituían “la reforma agraria por el mercado de tierras” 

(Organizaciones Bloque Oriente y Pacto de Unidad, 2005). 

Un breve análisis del contenido de estas disposiciones es 

importante, puesto que varias de ellas, fueron presentadas 

por el Gobierno del MAS, un año después, como parte de 

los decretos de la “revolución agraria”. 

El Decreto Supremo 28140 otorgaba títulos de 

propiedad para actividades de producción forestal o 

protección forestal —que según la Ley Forestal están 

sujetas al régimen de concesión— con la simple 

presentación de un Plan General de Manejo Forestal. Esta 

norma estaba claramente orientada —seguramente ante 

la evidencia de que las tierras fiscales disponibles para su 

distribución son efectivamente forestales— a consolidar 

la propiedad privada empresarial sobre estos recursos, 

demanda que fue permanentemente reivindicada por las 

empresas madereras aglutinadas en la Cámara Forestal de 
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Bolivia durante las discusiones y negociaciones para la 

aprobación de la Ley Forestal (Kreidler, A., 1998).

El Decreto Supremo 28148, con el argumento de re-

glamentar acciones tendientes a lograr celeridad, eficiencia 

y economía en el proceso de saneamiento, ordenaba la 

desconcentración técnica, jurídica y administrativa del 

Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA), incluyendo 

la emisión de títulos ejecutoriales a nivel departamental. 

Esta norma estaba orientada claramente a favorecer una 

mayor presión y control de estos procesos por parte de 

los terratenientes y organizaciones empresariales.

El Decreto Supremo 28150, referido a la creación de 

la Empresa Siderúrgica del Mutún, ordenaba al INRA la 

conclusión de los procesos de saneamiento de los terre-

nos en los que se encuentran ubicadas las concesiones 

mineras y de su área circundante, en un plazo no mayor 

a 60 días a partir de su publicación. Las organizaciones 

campesinas e indígenas llamaban la atención en sentido 

de que esta norma atentaría contra los derechos del pue-

blo ayoreo, en cuyo territorio se asentaría este proyecto 

minero (voto resolutivo organizaciones Bloque Oriente y 

Pacto de Unidad, 2005).

Además de estos tres decretos, el Gobierno de Mesa 

comenzó a operativizar las políticas de tierra planteadas 

en su Estrategia Nacional de Desarrollo Rural, por lo que 

aprueba dos decretos referidos a la dotación de tierras que 

inauguran en el país la aplicación del modelo de “Reforma 

Agraria asistida por el mercado”, de propiedad intelectual 

del Banco Mundial.

El Decreto Supremo 28159, sobre familias empatrona-

das y/o cautivas guaraníes de las provincias Cordillera de 
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Santa Cruz, Luis Calvo y Hernando Siles de Chuquisaca, y 

O’Connor y Gran Chaco de Tarija, dispone que las familias 

empatronadas o cautivas que así lo deseen podrán acoger-

se a las líneas de financiamiento que el Estado gestione y 

apruebe, con el fin de acceder a tierras en propiedad bajo 

criterios de apoyo productivo y asistencia técnica.

Por otro lado, el Decreto Supremo 28160 establece 

una política de acceso a la tierra y desarrollo productivo 

para comunidades y asociaciones de indígenas, campesi-

nos y colonizadores que no tienen tierra o la posean insu-

ficientemente, a través de los siguientes componentes: i) 

línea de financiamiento reembolsable de carácter rotativo 

para la canalización de recursos en forma de préstamos 

destinados a la compra de tierras productivas; a una tasa 

de interés que no sea menor al costo que represente de 

los recursos contratados; ii) línea de financiamiento no 

reembolsable de inversiones y/o actividades productivas 

comunitarias; iii) asistencia técnica consistente en apoyo 

a las comunidades y asociaciones tanto para el acceso a 

tierras, como para el logro de los objetivos de desarrollo 

productivo. En otras palabras, el crédito para la compra de 

tierras está condicionado a la presentación y aprobación 

de proyectos productivos en el marco de las prioridades 

señaladas en la ENDAR que, como es sabido, propone la 

incorporación de los campesinos a las cadenas productivas 

de exportación, subordinándolos a los intereses de las 

grandes empresas agroindustriales y exportadoras.

El sucesor de Sánchez de Lozada no pudo completar 

su mandato, por lo que se vio imposibilitado de operati-

vizar estas propuestas que, en lo fundamental, respondían 

claramente a los intereses de los grandes terratenientes.
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El Gobierno de Eduardo Rodríguez Veltzé intentó 

aplicar los decretos supremos agrarios aprobados durante 

la administración de Carlos Mesa, pero no pudo debido, 

nuevamente, a la oposición de las organizaciones cam-

pesinas e indígenas aglutinadas en el Bloque Oriente y el 

Pacto de Unidad (Plataforma Nacional de Organizaciones 

Indígenas, Campesinas y Colonizadores, 2005). El manda-

tario interino se vio obligado a promulgar el Decreto Su-

premo 28320, que ordenaba la suspensión temporal de la 

aplicación de los Decretos Supremos 28140, 28148, 28150 

y 28160, y disponía que la Comisión Agraria Nacional se 

encargue de presentar un informe técnico-jurídico, en un 

plazo de 120 días, que debería enriquecer y mejorar los 

cuatro decretos considerados.

Sin embargo, en la línea ya establecida por el Go-

bierno de Mesa Gisbert, la administración de Rodríguez 

Veltzé puso a discusión el documento denominado Polí-

tica de Tierras para el Desarrollo Sostenible y la Conser-

vación, de agosto de 2005, elaborado por el Ministerio 

de Desarrollo Sostenible con el objetivo de “contribuir 

Las políticas de tierras 
del Gobierno

de Eduardo Rodríguez
Veltzé
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al cumplimiento de las Metas del Milenio y de la Estrategia 

Boliviana de Reducción de la Pobreza (EBRP) (2004-

2007)” (MDS/VT, 2005). 

El primer pilar, que es el que interesa para los fines 

de este documento, planteaba: i) democratizar el acceso 

al recurso suelo y a los bosques, a través del respeto a los 

derechos propietarios legalmente otorgados y, operativa-

mente, mediante un proceso de distribución y redistribu-

ción de tierras; ii) condenar el avasallamiento de tierras, 

ocupación ilegal de propiedades agrarias con la pretensión 

de adquirir derechos propietarios, y encubrimiento de 

tierra ilegal y concentración de la propiedad agraria y iii) 

facilitar y garantizar el acceso a la tierra por parte de los 

pequeños productores pobres y excluidos.

Tal como acontece con la ENDAR, este documento 

de políticas también plantea dos vías “para facilitar y 

garantizar el acceso a la tierra por parte de los pequeños 

productores pobres y excluidos: los mecanismos de in-

tervención estatal en la distribución y redistribución de 

tierra, y el mercado de tierras y el arrendamiento”. Sin 

embargo, el mismo documento plantea que uno de los 

“mitos” sobre los cuales se han formulado las políticas 

públicas recientes se refiere a “la existencia de tierras 

fiscales en abundancia”, cuando se conoce que “las po-

cas tierras fiscales —o tierras públicas sin ningún tipo de 

propietario— que existen en el país son de uso forestal”. 

En este sentido, debido a que se habría distribuido la gran 

mayoría de las tierras, el papel redistributivo de tierras 

del Estado en favor de campesinos sin tierras o con poca 

cantidad, no sería ya tan relevante, pues el Estado no 

podría intervenir sobre derechos propietarios legalmente 
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otorgados que las políticas planteadas declaran respetar. 

De esta manera, a nuestro entender, se pretende justifi-

car la necesidad de reconocer al mercado como el mejor 

asignador del recurso tierra.

En cuanto a la distribución y acceso a la tierra para los 

pequeños productores sin tierra o productores pobres que 

deseen tener acceso a áreas con vocación agropecuaria, el 

documento planteaba la creación de un Banco de Tierras 

que beneficie entre 1.500 y 3.000 familias rurales pobres 

con tres objetivos: i) otorgar crédito para la compra de 

tierras; ii) otorgar crédito destinado a inversiones comple-

mentarias para incentivar la producción agropecuaria; iii) 

prestar asistencia técnica y productiva. 

Este proyecto, como se verá más adelante, continua 

siendo desarrollado por el Gobierno del MAS y ya contaba 

desde entonces con una línea de crédito del Banco Mun-

dial, de aproximadamente 15 millones de dólares (40% 

para adquisición de tierras y 60% promoción del desarrollo 

y componentes conexos), para acceder a tierras.  

Por otro lado, se proponía el desarrollo de asenta-

mientos humanos fronterizos para garantizar tierras a 

familias necesitadas, en el marco de la dotación extraor-

dinaria, en áreas con capacidad de uso forestal y con la 

participación protagónica y apoyo logístico de las Fuerzas 

Armadas. Asimismo, se proponía la distribución de bos-

ques efectivamente inventariados por el INRA fuera del 

dominio de áreas de protección y asociaciones forestales 

locales, que ascienden a 700.000 hectáreas, a través de 

pequeñas propiedades de uso forestal y concesiones fo-

restales comunitarias, y se proponía la identificación de 

tierras fiscales durante el saneamiento para el desarrollo 
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de un programa de dotación a campesinos indígenas, 

originarios y colonizadores que carecen de tierra o que 

tienen poca tierra.

Como se puede observar la oferta estatal de distribu-

ción y redistribución de tierras se restringe a la cantidad 

de tierras fiscales efectivamente disponibles y otras que 

pudieran identificarse a través del proceso de saneamien-

to. En general, la propuesta apuntaba a la distribución de 

tierras con cobertura boscosa —que son aparentemente 

las disponibles— y de aquellas marginales por la lejanía 

de los principales mercados urbanos y de las vías de co-

municación (proyectos de frontera).

El documento reconoce la existencia de mercados 

activos de tierras en pequeñas propiedades y mercados 

regulados de tierras en comunidades campesinas/in-

dígenas, así como de arrendamiento y aparcería entre 

pequeños productores, y entre éstos con otros actores 

rurales. En este sentido, y tomando en cuenta que, en los 

hechos, estas tierras se compran, venden y fraccionan, se 

plantea la necesidad de legalizar estas prácticas cotidianas 

de los pequeños productores rurales. También se consi-

dera importante eliminar las restricciones para la venta 

de las pequeñas propiedades, a través de la elaboración 

de reglamentos formulados participativamente en comu-

nidades campesinas e indígenas para regular las ventas 

irregulares.

En el caso de las medianas y grandes empresas se 

planteaba regular el mercado de tierras y de arrendamiento 

para evitar la concentración y el fraccionamiento irregular 

de la propiedad privada por la vía del mercado de tierras, 

y para incrementar la seguridad jurídica entre productores 
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agropecuarios que desarrollan arrendamiento y aparcería 

se garantizan los contratos entre partes contratantes.

Para solucionar los conflictos de acceso a la tierra, 

que enfrentan al presente indígenas y colonizadores, se 

propone la legalización de los mercados de arrendamiento 

en los TCO, donde los pueblos indígenas podrían arren-

dar tierras y bosques entre ellos y con terceros, siempre y 

cuando exista el consentimiento interno de dichos pueblos 

de acuerdo a sus usos y costumbres. 

El documento señala, finalmente, la articulación de 

estas políticas de tierras con las orientaciones de la EN-

DAR, analizada previamente, y plantea, como eje central, 

la articulación prioritaria del sector agropecuario al mer-

cado externo a través de la estructuración de las cadenas 

productivas lideradas por las grandes empresas agrícolas, 

agroindustriales y de exportación.

Como se puede observar, el Gobierno de Rodríguez 

Veltzé, además de continuar con el modelo de “Reforma 

Agraria asistida por el mercado” por la vía de los bancos 

de tierras, inaugurado por Mesa Gisbert, asume también 

la nueva panacea del Banco Mundial, es decir, la promo-

ción del arriendo y la aparcería como medios para que 

los campesinos accedan a la tierra, descartando cualquier 

intervención estatal expropiadora por causas de necesidad 

social.
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El Gobierno del MAS ha hecho públicas sus políticas 

agrarias y de tierras a través de los denominados “decretos 

de la revolución agraria”, del Plan Nacional de Desarrollo, 

del proyecto de Ley de Modificación de la Ley INRA de-

nominado de “Reconducción Comunitaria de la Reforma 

Agraria”, así como mediante un documento específico 

sobre políticas de tierras, recientemente elaborado por 

el MDRAMA.

En su documento de oferta electoral titulado Programa 

de Gobierno 2006-2010 Bolivia Digna, Soberana y Produc-

tiva Para Vivir Bien, el MAS ya consideraba entonces la 

necesidad de una “reorientación del desarrollo rural de 

acuerdo a dos premisas”: una, de “generación de ingresos 

y empleos extraprediales de la población rural” y, otra, “de 

articulación de la producción rural con el mercado urba-

no, a través de la identificación y promoción de cadenas 

productivas exportadoras”. Planteaba de manera clara lo 

que vendría aplicando como políticas efectivas durante su 

Gobierno, es decir, “el privilegio del mercado externo para 

el desarrollo de los sectores agrícola, pecuario y forestal, 

Las políticas de tierras 
del Gobierno del MAS
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asignando para ello un rol central a las cadenas produc-

tivas” (CEDLA, 2005) que, como hemos visto, era uno de 

los planteamientos centrales de la ENDAR promovida por 

los organismos financieros internacionales y aprobada 

durante la gestión de Carlos Mesa. 

Esta orientación que privilegia el mercado externo 

ha sido plenamente confirmada por el Plan Nacional de 

Desarrollo, presentado en junio de 2006. En efecto, en 

este documento se señala que “el desarrollo agrícola prio-

rizará a las unidades pequeñas y medianas, orientando 

la integración vertical con la agroindustria…”. Respecto 

al mercado interno —al cual está estrechamente ligada la 

producción campesina—, esta propuesta persiste en el 

ofrecimiento del reducido mercado del “Compro Bolivia-

no”; por otro lado, considera necesario implementar una 

“política arancelaria selectiva por sectores priorizados, 

mediante la creación de nichos de moderada protección 

arancelaria y diferenciada”, así como “el desarrollo 

de productos en el mercado interno con visión hacia 

las exportaciones, de manera que el mercado nacional 

sirva de plataforma para el mercado internacional”. En 

otras palabras, sólo las unidades productivas campesinas 

que puedan ser capaces de competir con mercancías 

extranjeras tendrán posibilidades de mantenerse en el 

mercado interno.

Esta orientación en el ámbito sectorial y la propuesta 

de considerar a las transnacionales y grandes empresas 

nacionales como “socias” en la explotación e industria-

lización de los recursos naturales para la “generación de 

excedentes”, permite inferir que serán estos sectores y los 

ligados al mercado externo los que se beneficiarán a partir 
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de las políticas públicas en curso. Entre ellas, las políticas 

de tierras que —como se verá más adelante— juega un 

papel central en este propósito.

Los decretos de la “revolución agraria”: 
la persistencia del enfoque de “Reforma 
Agraria asistida por el Mercado” 

Es importante reiterar que una parte de los decretos 

supremos de la “revolución agraria” aprobados por el 

Gobierno del MAS guardan estrecha relación con los pro-

mulgados por la administración de Carlos Mesa en mayo 

de 2005; decretos que, en su momento, fueron rechazados 

frontalmente por las organizaciones campesinas e indíge-

nas, varias de ellas, con una fuerte influencia del MAS. 

Curiosamente, estas organizaciones han guardado silencio 

ante al contenido de estas normas cuando, un año atrás, 

las consideraban francamente atentatorias a sus derechos, 

pro empresariales y mercantilistas.

El Decreto Supremo 28732 abroga al 28140, promul-

gado por Mesa el 17 de mayo de 2005 con el objetivo 

central de titular tierras forestales que se encuentran bajo 

el régimen de concesiones con la sola presentación de 

planes de manejo forestal. En su momento, este decreto 

se constituyó en uno de los más polémicos ya que se 

intentaba dar en propiedad privada tierras fiscales sujetas 

a régimen de concesión, en consonancia con esta “rei-

vindicación” planteada por el sector privado empresarial 

forestal desde que se dieron los debates para la formu-

lación y aprobación de la Ley Forestal (Kreidler, 1998). 

Pese a la abrogación de este decreto, el gobierno del 

MAS mantiene, sin embargo, inalterados los beneficios y 
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derechos de los concesionarios forestales que, según la 

Ley Forestal, consiste en la otorgación de un “…derecho 

exclusivo de aprovechamiento de recursos forestales en un 

área específicamente delimitada de tierras fiscales”, con 

una duración de 40 años con derecho a prórroga y con 

posibilidades de ser transferida a terceros con autorización 

de la Superintendencia Forestal. El tiempo de adjudicación 

y las posibilidades de ampliación de la misma permiten 

que estos recursos sean —en la práctica— considerados 

como de propiedad privada.  

El Decreto Supremo 28738 dispone la derogación 

del Decreto Supremo 28148, el que tenía por objeto “la 

desconcentración técnica, jurídica y administrativa del 

Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA)” con el fin 

de “lograr celeridad, eficacia, eficiencia y economía en el 

proceso de saneamiento”, medida que beneficiaba a los 

INRA departamentales como instancias decisorias en el 

proceso de saneamiento en sus respectivas regiones. Este 

fue otro de los decretos polémicos, porque viabilizaba un 

mayor grado de presión e influencia en estas instancias 

departamentales de los terratenientes asentados sobre 

todo en tierras bajas. La derogación de esta disposición 

responde al interés del actual Gobierno en términos de 

centralizar las decisiones del proceso de saneamiento en 

manos del INRA nacional, como garantía de un posible 

control sobre la administración de tierras en el país.  

El Decreto Supremo 28737 regula los procesos de 

selección y contratación de personal del Instituto Nacional 

de Reforma Agraria bajo principios de transparencia, 

requisitos de conocimiento, la conformación de un 

comité de selección, la compatibilización y adecuación 
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de las normas del proceso de selección y contratación 

de personal, etc. La idea de este decreto hace más a una 

especie de manual de contratación de personal para el caso 

concreto del INRA, que bien podría haber sido elaborado 

para el manejo de asuntos internos de esta institución. 

El Decreto Supremo 28736 pese a conocerse como un 

decreto de dotación preferencial para mujeres, contiene 

disposiciones que hacen referencia a varios temas. De-

clara en emergencia nacional la conclusión del proceso 

de saneamiento de la propiedad agraria, para lo cual el 

INRA, en un plazo no mayor a tres meses, deberá deter-

minar el grado, de avance de proceso del saneamiento; 

garantiza la participación de las organizaciones sociales y 

de productores en los procesos de saneamiento, en todas 

las modalidades establecidas por la Ley 1715; y prioriza y 

garantiza la participación en el proceso de saneamiento 

y titulación para las mujeres jefas de familia 

El Decreto Supremo 28733 ordena la dotación de tie-

rras fiscales a los campesinos, indígenas y originarios sin 

tierra o que la posean insuficientemente, en el marco de 

lo establecido por la Ley INRA que privilegia la dotación 

de tierras a los residentes del lugar; para lo cual define 

comunidades extractivistas, comunidades de trabajadores 

asalariados del campo y comunidades de colonizadores. 

En este sentido, a estos terrenos que se encuentran fun-

damentalmente en Santa Cruz, Beni y Pando no podrán 

acceder los campesinos pobres de las tierras altas. Se 

trataría de la distribución de aproximadamente 2.200.000 

hectáreas que son de uso forestal y que, según la norma, 

deben ser manejadas según su calidad de uso pues de lo 

contrario serán automáticamente expropiadas. Por propias 
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declaraciones del viceministro de Tierras, “estas tierras son 

de difícil acceso y poco uso, alejadas de los centros urba-

nos, anegadizas. En lo inmediato no pueden ser utilizadas, 

pero más adelante sí” (Econoticias 02.08.2006).

A través del Decreto Supremo 28734, se persiste en la 

orientación de las políticas de tierras planteadas por los an-

teriores gobiernos y que responden al enfoque del modelo 

de “Reforma Agraria asistida por el mercado” promovido 

por el Banco Mundial. Con modificaciones puntuales en 

tres artículos (Arts. 6, 7 y 8) del Decreto Supremo 28160 

del paquete Mesa, el Gobierno del MAS reitera una política 

de acceso a la tierra y desarrollo productivo a través de 

créditos para la compra de tierras y con la condición de 

demostrar viabilidad de proyectos productivos articulados 

a las cadenas de agroexportación.  

Las precisiones del Decreto Supremo 28734 son las 

siguientes: i) modifica la lista de beneficiarios de este 

programa, eliminando la restricción que cursaba en el 

original respecto de aquellas personas que se hubieran 

encontrado involucradas en tomas ilegales de tierras de 

forma ilegal; ii) restringe el universo de propiedades a 

ser adquiridas con la línea de crédito, señalando que se 

incluirán en las propiedades elegibles aquellas que hayan 

sido saneadas efectivamente y que posean certificado 

del INRA e inscripción de Derechos Reales, ya que en el 

decreto anterior podían incluirse también propiedades en 

proceso de saneamiento; iii) concentra la cobertura geo-

gráfica del programa de compra-venta de tierras para su 

realización en tres municipios cruceños (Mineros, Pailón y 

Charagua) que, como se sabe, se caracterizan por fuertes 

conflictos por la tierra.



��

Para este programa el Gobierno ya cuenta con el 

financiamiento del Banco Mundial por un total de 15 

millones de dólares. Según el ex ministro de Desarrollo 

Rural, Agropecuario y Medio Ambiente, Hugo Salvatie-

rra, este tipo de programas se llevaría a cabo también en 

Beni y Pando (Jornada 11.10.2006), departamentos que 

se caracterizan por la presencia de la gran propiedad 

terrateniente.

El Decreto Supremo 28735 hace referencia al Valor 

Concesional de Adjudicación, y lo que esta norma preten-

de es adecuar criterios para la fijación del Valor Conce-

sional de Adjudicación Simple, en favor de colonizadores 

individuales, en la subzona Santa Cruz. El objetivo de este 

decreto es el de contar con criterios que faciliten el funcio-

namiento de uno de los mecanismos contemplados en la 

Ley INRA y que viabiliza el funcionamiento del mercado 

de tierras: la adjudicación.  

Los decretos supremos del paquete Mesa que el Go-

bierno del MAS no ha abrogado o derogado y que, por tan-

to, se encuentran en plena vigencia son los siguientes: 

El Decreto Supremo 28150 referido a la creación de 

la Empresa Siderúrgica del Mutún, que instruye la rápida 

conclusión de los procesos de saneamiento en los terre-

nos en los que se encuentran ubicadas las concesiones 

mineras mencionadas y su área circundante y que, como 

se ha visto, era objeto de rechazo por parte de las organi-

zaciones campesinas e indígenas aglutinadas en el Bloque 

Oriente y en el Pacto de Unidad pues la misma atentaría 

contra los derechos del pueblo ayoreo en cuyo territorio 

se asentaría este proyecto minero. Lo que predomina es el 

interés empresarial sobre la explotación del Mutún, cuya 
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explotación ya ha sido entregada por el Gobierno del MAS 

a la transnacional indú Jindal Steel and Power Limited. 

El Decreto Supremo 28158 tiene como objetivo la crea-

ción de un Proyecto de Educación para el Desarrollo con 

el propósito de impulsar las capacidades, competencias 

de empleabilidad y emprendimiento de jóvenes, hombres 

y mujeres, para una adecuada inserción laboral. El ámbito 

de aplicación se limita a las familias de las provincias de 

Cordillera de Santa Cruz, Luís Calvo y Hernando Siles de 

Chuquisaca y O’Connor de Tarija. Este decreto plantea la 

capacitación de fuerza de trabajo para el desempeño de 

cadenas productivas priorizadas y de desarrollo local.

Finalmente, el Decreto Supremo 28159 que ordena, 

por un lado, el establecimiento de un régimen laboral para 

las familias y comunidades cautivas y/o empatronadas para 

el caso de las provincias Cordillera, Luis Calvo, Hernando 

Siles, O’Connor y Gran Chaco de los departamentos de 

Santa Cruz, Chuquisaca y Tarija y, por otro, la distribución 

de tierras fiscales disponibles y la concreción de líneas 

de crédito para el acceso en propiedad a tierras de estas 

familias empatronadas y de estas comunidades cautivas. 

En el marco de las prioridades de la denominada “revolu-

ción agraria” no aparece ninguna acción gubernamental 

orientada a la protección laboral de estos trabajadores, 

pero sí en relación a acciones de acceso a la tierra a través 

de su compra. En un largo reportaje de la revista Extra 

del periódico El Deber se informaba que “el Gobierno de 

Evo Morales analizaba junto a la Asamblea del Pueblo 

Guaraní la posibilidad de comprar tierra para liberar a 

los indígenas empatronados” (El Deber 07.06.2006). 
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Como se puede observar, los decretos supremos de la 

“revolución agraria” no tocan ningún aspecto sustancial 

que implique cambios que hagan efectivas las declara-

ciones de un proceso masivo de distribución de tierras 

anunciado persistentemente entre mayo y junio de 2006. 

Se trata más bien de disposiciones que reflejan tímidos 

intentos para la distribución de las pocas tierras fiscales 

aparentemente disponibles y que, por tanto, no afectan 

los intereses de terratenientes. Por otro lado, persiste el 

desarrollo de programas de acceso de campesinos pobres 

a la tierra por la vía del crédito, es decir, la aplicación de 

políticas que obedecen al modelo de “Reforma Agraria 

asistida por el mercado” ideados por el Banco Mundial. 

Además es preciso anotar que las tierras fiscales dispo-

nibles que quiere distribuir el Gobierno del MAS son 

mayormente forestales donde no existirían condiciones 

apropiadas para su conversión a usos agropecuarios.

El Plan Nacional de Desarrollo 
y la “revolución agraria”

En este documento, presentado oficialmente en junio 

de 2006, el Gobierno del MAS propone una futura distri-

bución de tierras fiscales a los campesinos, de alrededor 

de 12 millones de hectáreas que serían certificadas a 

través del saneamiento de unas 68 millones de hectáreas. 

En esta perspectiva, en el corto plazo plantea distribuir 

2,2 millones de has, para lo cual ha aprobado el Decreto 

Supremo 28733. Entre los años 2006 y 2007 se esperaba 

certificar otros 2,3 millones de hectáreas de tierras fiscales 

resultantes del saneamiento de 36,9 millones de hectáreas; 
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en el mediano plazo (próximos cinco años) considera 

probable certificar 7,5 millones de hectáreas de tierras 

fiscales del proceso de saneamiento de 31,3 millones 

de hectáreas.

Sobre esta oferta es importante señalar los siguientes 

aspectos: i) estas cifras no cuentan con ninguna base 

empírica que demuestre esta posibilidad; ii) como se ha 

visto, son varios los gobiernos que han venido sostenien-

do la inexistencia de tierras fiscales en abundancia para 

procesos de distribución de tierras; iii) las pocas tierras 

fiscales existentes serían fundamentalmente tierras fores-

tales marginales; iv) a 11 años de aplicación del proceso 

de saneamiento el Estado no ha podido identificar tierras 

fiscales considerables y, menos aún, revertir proporciones 

significativas de tierras de vocación agrícola y ganadera 

monopolizadas por terratenientes y grandes empresas. En 

este sentido, la oferta de tierras a ser distribuidas entre 

campesinos sin tierra o con limitado acceso a ella no tiene, 

hasta el momento, ningún sustento empírico. 

A la fecha, no se conoce aún si el Poder Ejecutivo ha 

logrado certificar los 2,3 millones de hectáreas de tierras 

fiscales como producto del saneamiento de 36,9 millones 

de hectáreas. Es más, a raíz de las inundaciones ocurridas 

a principios de año, el Gobierno ha decretado una pausa 

—sin plazo determinado— en el saneamiento en vastas 

regiones de las tierras bajas del país.

Por otro lado, es importante destacar que la “revolu-

ción agraria” del MAS plantea un tema que ningún go-

bierno neoliberal se animó a hacerlo. El Plan Nacional de 

Desarrollo considera contrarrestar el avance del fracciona-

miento de tierras a través de la reversión y la redistribución 
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intracomunal de las tierras en manos de los residentes, y 

legalizando el mercado informal intracomunal que opera 

de facto mediante el establecimiento de límites máximos 

de superficie individual dentro de las comunidades. De 

esta intencionalidad se ha pasado a los hechos, pues el 

proyecto de Ley de Reforma de la Ley INRA aprobada 

por la Cámara de Diputados considera —como veremos 

posteriormente— la reversión de tierras de comunarios y 

de residentes que no cumplan función social, a pedido 

de las comunidades campesinas. 

Se denomina “residentes” a aquellas personas de ori-

gen campesino que se vieron obligadas a emigrar de las 

áreas rurales hacia centros urbanos, zonas de colonización 

y ciudades del exterior del país y que, a pesar de su con-

dición de emigrantes definitivos, “…mantienen vínculos 

con su lugar de origen, con la finalidad de consolidar el 

usufructo de la tierra mediante los cargos…” (Uño, Ber-

nabé y Salinas, Valencia, 2006). Se trata, entonces, de un 

producto de la paulatina desintegración de la comunidad 

campesina cuya crisis, como se ha visto, se ha profundi-

zado en los últimos 20 años. En síntesis, se podría decir 

que se trata de familias que tienen un pie en la ciudad y 

otro en el campo y que, para muchas de ellas, la pequeña 

parcela que aún mantienen en propiedad es parte impor-

tante de su reproducción en los ámbitos urbanos. 

Según datos de la “Encuesta de Empleo y Condiciones 

de Vida” (CEDLA, 2000), de un total de 134.160 hogares 

de la ciudad de El Ato, 38.683 hogares (28,8%) declara-

ban tener tierras en áreas rurales. De este total, un 40,4% 

eran hogares indigentes y un 11,3% pobres (con ingresos 

insuficientes para cubrir la canasta básica alimentaria). 
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El 36% de los jefes y jefas de hogar de estos hogares de 

residentes eran trabajadores por cuenta propia, un 27,6% 

obreros y un 7,8% empleados. Solamente el 9,5% declaraba 

ser patrón o empleador, es decir, inmigrantes —general-

mente antiguos— considerados en diversos estudios como 

“residentes exitosos”, que se caracterizan por tener buenos 

ingresos económicos en los lugares de residencia, que no 

tienen ninguna participación en la actividad productiva 

de la comunidad, que ya dejaron o perdieron sus tierras y 

que, en caso de tenerlas, no les es indispensable hacerlas 

producir (Uño, Bernabé y Salinas, Valencia, 2006). 

Pero para una gran mayoría sí es importante hacerlas 

producir. En este sentido, esta medida agudizará los pro-

cesos de arrendamiento o de contratación de fuerza de 

trabajo asalariada por parte de los residentes para justificar 

la función social y, por tanto, la propiedad de la pequeña 

parcela. Contrariamente al discurso “comunitarista” del 

MAS, esta medida profundizará los procesos de diferen-

ciación campesina en la comunidades.

Asimismo, pareciera que con esta propuesta el MAS 

reconoce las dificultades que encontrará para la rever-

sión de tierras, por lo que ésta se orienta a evitar una 

mayor presión sobre los grandes propietarios de tierras 

asentados fundamentalmente en el oriente, a costa de los 

magros ingresos de los pobres de la zona occidental del 

país. Además, el MAS no ha dado señales claras sobre si 

mantendrá o no el sistema de concesiones, puesto que 

ha resguardado los derechos concesionarios forestales, a 

excepción de la reversión de derechos de una pequeña 

superficie de concesiones para su titulación en favor de las 

TCO. Esto hace suponer que en el proyecto de ocupación 
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y uso territorial propiciado por el Gobierno, es importante 

el uso empresarial de los bosques.

Propuesta de modificación de la Ley INRA
Como es sabido, en agosto de 2006, el Poder Ejecutivo 

hizo pública su propuesta de modificación de la Ley 1715, 

denominada de “Reconducción Comunitaria de la Reforma 

Agraria”. El partido de Gobierno discutió ese planteamien-

to tanto con los partidos políticos de la oposición (Pode-

mos y UN) como con las organizaciones empresariales 

agropecuarias, y en los hechos —salvo divergencias muy 

puntuales— logró consensuar (Hugo Salvatierra, ex minis-

tro de Desarrollo Rural, Agropecuario y Medio Ambiente. 

Periódico El Mundo 13.03.2007). los contenidos centrales 

de una propuesta que fue aprobada posteriormente por 

las instancias legislativas y promulgada por el presidente 

Evo Morales, el 28 de noviembre de 2006.

Los elementos centrales de la Ley INRA reformula-

da, que interesan ser desarrollados en este acápite, son 

fundamentalmente cuatro. El primero, relacionado con 

la definición de la Función Social y Función Económica 

Social de la tierra; el segundo, referido a las causales de 

reversión y de expropiación de tierras; el tercero, sobre 

la posibilidad de afectación por dotación de concesiones 

forestales; y el cuarto, ligado a la titulación de superficies 

menores a la establecida para la pequeña propiedad. Estos 

cuatro aspectos permiten tener una idea clara de las orien-

taciones de la política de tierras del Gobierno del MAS.

Como hemos señalado en el curso de este documento, 

la definición de la FES contenida en la Ley INRA es uno 

de los “candados legales” ideados por sus promotores a 
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fin de garantizar la propiedad de los grandes terratenien-

tes y empresarios. Si bien la propuesta gubernamental 

elimina el pago de impuestos como prueba suficiente para 

justificar la propiedad de la tierra, por otro lado fortalece 

la estructura del “candado” al elevar a rango de ley una 

norma que estaba contemplada en el Reglamento de la 

Ley 1715. En efecto, la propuesta modificatoria considera 

que “la FES comprende, de manera integral, áreas efec-

tivamente aprovechadas y de descanso, y servidumbres 

ecológicas legales y de proyección de crecimiento”. Esta 

precisión —en particular la mención a la proyección de 

crecimiento— se convierte en un argumento suficiente 

para que los terratenientes justifiquen la propiedad de 

grandes extensiones de tierras, de manera que la limitada 

reforma planteada por el Gobierno, en sentido de rever-

tir únicamente tierras ociosas, quedaría —por su propia 

obra— al menos restringida.

Esta propuesta gubernamental, en los hechos, se fun-

cionaliza a los requerimientos de una agricultura extensiva 

y orientada al mercado externo, con base en la gran em-

presa agrícola capitalista extranjera y nacional que, como 

en el caso de la soya, viene siendo privilegiada por el MAS, 

inclusive antes de ser Gobierno. No debe olvidarse que 

durante la gira que Evo Morales realizó por varios países 

como presidente electo, los mercados para la soya y sus 

derivados fueron —junto al asunto de los hidrocarburos— 

aspectos destacados de su agenda. Esta orientación hacia 

la agroexportación ha sido reiterada —como ya hemos 

indicado— en su Plan Nacional de Desarrollo.

Por ello, la Ley INRA reformulada eleva a rango de 

ley otras disposiciones que ya estaban contempladas en 
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el Reglamento de la Ley INRA, es decir, aquellas por la 

cuales el área de proyección de crecimiento de la mediana 

propiedad llega al 50% y el de la empresa agropecuaria 

al 30%. Para la empresa agrícola será calculada desde un 

30 hasta un 50 por ciento, según el parámetro estable-

cido en el reglamento, siempre y cuando no exceda la 

superficie mensurada en el saneamiento, o la consolidada 

como emergencia del mismo. Para el cálculo del área de 

proyección de crecimiento se tomará en cuenta el área 

efectiva y actualmente aprovechada, además del área de 

descanso en propiedades agrícolas.

Esta tendencia orientada a favorecer a la gran propie-

dad también puede evidenciarse en el caso de la actividad 

ganadera, para la cual, además de la carga animal (que en 

el caso de la ganadería bovina en la actualidad está fijada 

en cinco hectáreas por cabeza), se tomará en cuenta como 

área efectivamente aprovechada, las áreas silvopastoriles 

y las con pasto cultivado. Es conocido que la mayor parte 

de las haciendas ganaderas de la zona del Chaco de los 

departamentos de Santa Cruz, Chuquisaca y Tarija y las 

del departamento del Beni, se caracterizan por practicar 

una ganadería extensiva que —como vemos— la Ley INRA 

reformulada sigue promoviendo. Al no plantearse normas 

que induzcan al desarrollo de una ganadería intensiva, a 

través de la reducción de la relación cabeza de ganado/

superficie de pastoreo, las innumerables denuncias del 

presidente Morales, en sentido de que en Bolivia una vaca 

tiene más tierras que un campesino, seguirán teniendo 

vigencia durante los próximos años.

En cuanto a la expropiación, se propone que las 

tierras confiscadas por necesidades de reagrupamiento 



88

y redistribución serán dotadas, de oficio o a solicitud de 

parte interesada, exclusivamente en favor de pueblos in-

dígenas y/o originarios que, como resultado del proceso 

de saneamiento de la propiedad agraria, ni con la distri-

bución de tierras fiscales hayan sido dotados con tierra 

suficiente en cantidad, calidad y ubicación geográfica 

para asegurar su subsistencia y reproducción étnica, de 

acuerdo al decreto supremo que establezca la causal de 

reagrupamiento y redistribución, previo informe técnico 

elaborado por el órgano del Poder Ejecutivo especializado 

en asuntos étnicos, y el dictamen de la respectiva Comisión 

Agraria Departamental.

Al respecto, es importante apuntar lo siguiente. En 

primer lugar, si bien la expropiación por causas sociales 

le permitiría al Estado un mayor nivel de intervención en 

la redistribución de tierras por esta vía, por declaraciones 

del viceministro de Tierras esta figura tendría restricciones, 

pues su carácter no sería de aplicación general. En efecto, 

su aplicación sería procedente “en beneficio exclusivo de 

pueblos indígenas que en el proceso de saneamiento no 

han recibido tierra en cantidad, calidad y ubicación geo-

gráfica. Es decir, la expropiación por esta causal tendría 

que tener el único y exclusivo propósito de reconocer con 

suficiente solidez jurídica el territorio indígena de pueblos 

indígenas que no tienen otra alternativa de reconoci-

miento territorial, si no, no podrían subsistir” (La Prensa 

30.07.2006).

Según esta autoridad gubernamental, sólo se confis-

carían tierras que beneficien a cuatro pueblos indígenas 

(Tapiete, Weenhayek, Guaraní y Yanaminahua) para los 

cuales “no existirían otras alternativas”. “De ninguna 
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manera se debe interpretar que ésta (la expropiación) es 

un mecanismo redistributivo de aplicación general, ni en 

el ámbito indígena y menos en el ámbito general de otros 

sectores agrarios. Para satisfacer derechos o expectativas 

legítimas de otros actores pensamos que el proceso de 

saneamiento, que incluirá el mecanismo de reversión, 

es la solución. Ello nos permitirá identificar superficies 

importantes de tierras fiscales que una vez declaradas se 

destinarán exclusivamente a la dotación y en general a 

todas la comunidades indígenas y campesinas” (La Prensa 

30.07.2006).

En segundo lugar, las condiciones a través de las cua-

les los terratenientes serían “afectados” por la expropiación 

son altamente provechosas para ellos. Por una parte, la 

nueva Ley INRA señala que “el monto de la indemni-

zación será establecido tomando en cuenta el valor del 

mercado de las tierras, mejoras, inversiones productivas o 

inversiones de conservación sobre el predio y otros criterios 

verificables mediante los instrumentos legales respectivos, 

fijados por la Superintendencia Agraria, que aseguren un 

justo resarcimiento”.

Por otra parte, se señala que, alternativamente, “los 

titulares afectados podrán solicitar la indemnización, 

parcial o total, con extensiones de tierras cuyo valor de 

mercado sea equivalente al monto a ser compensado. En 

el monto a indemnizar se tomará en cuenta también el 

costo de la inversión realizada en los cultivos perennes y 

semiperennes existentes en la propiedad”. Estos beneficios 

que en la Ley INRA original eran exclusivos para el 

solar campesino y la pequeña propiedad, en caso de 

expropiación, el Gobierno los amplía generosamente a 
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los grandes propietarios, muchos de los cuales, como 

es sabido, fueron dotados por el Estado de grandes 

extensiones de tierra de manera gratuita. Para dar mayor 

seguridad a los “afectados”, la ley dispone que “el dueño 

cuyas tierras hayan sido confiscadas a través de una 

Resolución Ejecutoriada no esté obligado a entregarlas, 

hasta el pago total en efectivo o el cumplimiento previo de 

lo establecido en el parágrafo anterior”.

Todo el planteamiento sobre la expropiación de 

tierras pone en evidencia los siguientes aspectos: i) las 

confiscaciones no afectarán en lo más mínimo a los gran-

des propietarios quienes podrán, por un lado, hacer un 

buen negocio al recibir indemnizaciones según precios 

de mercado y por reconocimiento de mejoras y, por otro, 

recibir tierras de igual calidad que las afectadas, es decir, 

se reproducirá la gran propiedad; ii) las acciones de ex-

propiación por causas de interés social no serán masivas, 

por lo que la concentración de la tierra no se modificará 

sustancialmente; iii) la gran mayoría de indígenas y cam-

pesinos pobres deberán esperar la culminación del pro-

ceso de saneamiento, después del cual hipotéticamente 

podrían acceder a tierras que sean previamente revertidas. 

El proceso de saneamiento fue extendido por siete años 

más, su finalización está prevista para el año 2013.

Cuando el Gobierno anunciaba el relanzamiento de 

una “segunda reforma agraria” y posteriormente el inicio 

de una “revolución agraria”, consideraba “…tramitar ante 

la banca privada un mecanismo que permita recuperar 

las tierras que fueron hipotecadas para que éstas sean 

redistribuidas a las comunidades campesinas, indígenas 

y originarias del oriente” (La Razón 06.06.2006), ante la 
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sospecha de que estas tierras sean justamente parte de 

aquellas improductivas.

La Ley INRA modificada no plantea ninguna variación 

sustancial al respecto, pues señala que los acreedores hipo-

tecarios, a fin de preservar sus derechos, podrán intervenir 

en los procedimientos de reversión ejerciendo los derechos 

de sus deudores en base a la acción oblicua prevista en el 

Artículo 1445º del Código Civil. Esta norma abre además la 

posibilidad de la concentración de importantes superficies 

de tierra en poder de la banca la que, al rematar después 

las tierras, se convierte en un actor importante en el pro-

ceso de acceso a este recurso por parte de medianos y 

grandes empresarios agrícolas y ganaderos. Declaraciones 

del director del INRA indican que este tema tendrá un “tra-

tamiento especial”, debido a que “aparece un tercer actor 

que es la banca.” (La Prensa 31.11.2006). Por su parte, el 

asesor legal de la Confederación Agropecuaria Nacional 

(Confeagro) asegura que según la ley de bancos “…las 

tierras hipotecadas que están en poder de las entidades 

financieras deber ser vendidas en el plazo de dos años 

o, de lo contrario, serán revertidas al Estado” (El Deber 

01.12.2006). Con seguridad que estas tierras encontrarán 

compradores que no serán precisamente campesinos.

En lo referente a la pequeña propiedad es importante 

señalar dos aspectos. Por un lado, la incorporación en la 

ley de tierras del MAS de expropiación de las pequeñas 

propiedades que no cumplan Función Social —a requeri-

miento de la comunidad— pone en entredicho la supuesta 

existencia de una comunidad indígena o campesina en 

la cual sus miembros —según el discurso oficial— viven 

en plena armonía bajo el concepto del “Vivir Bien”. Esta 
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norma más bien revela la profundidad de la diferenciación 

campesina, señalada al inicio de este documento, que se 

expresa en un conflicto por el acceso a este recurso. Pero 

además, como indicábamos en el acápite anterior, a fin de 

justificar la posesión de sus tierras, los migrantes profundi-

zarán el arrendamiento o la utilización de fuerza de trabajo 

asalariada, situación que estaría más cerca del capitalismo 

que del comunitarismo propugnado por el Gobierno.

Por otro lado, en lo que se refiere a la indivisibilidad 

de la propiedad agraria, la propuesta del Ejecutivo señala 

que, con excepción del solar campesino, la propiedad 

agraria tampoco podrá titularse en superficies menores 

a la máxima de la pequeña propiedad, salvo que sea re-

sultado del proceso de saneamiento. Este planteamiento 

consagra legalmente propiedades por debajo del tamaño 

de la pequeña propiedad, es decir, el minifundio extremo, 

sin encontrarse rasgos de un planteamiento gubernamental 

que solucione este problema que es causa de la miseria 

de vastos sectores campesinos e indígenas.

Finalmente, es preciso señalar aspectos importantes 

que tienen que ver con la orientación inicial de la Ley 

INRA y que el Gobierno de Evo Morales no ha modifica-

do. En primer lugar, persiste la concepción de dotación 

de tierras únicamente a comunidades indígenas y cam-

pesinas, es decir, colectivas, y excluye la posibilidad de 

dotaciones a campesinos pobres de manera individual, 

olvidando que fue a través de esta última forma que se 

fortaleció la presencia campesina en las tierras bajas (in-

cluido el Chapare).

En segundo lugar, y de acuerdo a la importancia que 

le asigna el MAS a la inversión extranjera, se mantiene la 
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disposición a través de la cual personas naturales o jurídi-

cas extranjeras pueden adquirir tierras de terceros; como 

ya se ha indicado esta ha sido otra vía de fortalecimiento 

de expansión de la gran empresa agrícola orientada a la 

exportación y que ha concentrado grandes extensiones 

de tierras.

En tercer lugar, se mantienen las normas que per-

miten subsanar títulos con vicios de nulidad absoluta y 

nulidad relativa con la comprobación de cumplimiento 

de la Función Económica Social: en el primer caso, con 

la posibilidad de adquirir esas tierras y, en el segundo, a 

sola comprobación de la FES.

En cuarto lugar, la legalidad otorgada a los contratos 

de aparcería y arrendamiento no hace más que constatar 

la continuidad de las políticas de tierras promovidas por 

los organismos financieros internacionales.

Por todo lo anterior, es posible advertir que la Ley 

INRA modificada y promulgada por el Gobierno del MAS 

no ha hecho otra cosa que reafirmar su espíritu original, 

es decir, profundizar el desarrollo del capitalismo en la 

agricultura a través de la vía terrateniente, por lo que el 

planteamiento de desarrollo del “capitalismo andino”, de 

la vía campesina en el ámbito agrario, no será —por lo 

visto— prioritaria.  

Adicionalmente, como ya se mencionó, no ha habi-

do ninguna señal clara sobre la orientación de la política 

forestal pese a que la propuesta oficial reconoce la im-

portancia de la institucionalización de la ”forestería comu-

nitaria”. Hasta ahora lo que se ha hecho es respetar, casi 

sin alterar nada, la normativa e institucionalidad forestal 

heredada de las administraciones neoliberales.
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Como indicamos en la parte introductoria de este 

documento, en este acápite final interesa debatir funda-

mentalmente dos aspectos. El primero tiene que ver con 

las orientaciones de las políticas agrarias y de tierras pro-

puestas por el MAS, y su continuidad o no con aquellas 

diseñadas e implementadas por los gobiernos neolibera-

les; y el segundo tiene relación con el debate referido a 

si el Gobierno “campesino” concluirá fortaleciendo la vía 

terrateniente o la vía campesina. El primer aspecto tiene 

que ver con el discurso oficial de “desmontaje del neoli-

beralismo” y, el segundo, con el de la “descolonización 

del Estado”, planteados como objetivos de las políticas de 

tierras en el documento denominado “Revolución agraria: 

Políticas de tierras para la Reconducción Comunitaria de la 

Reforma Agraria”, elaborado por el MDRAMA en febrero 

de 2007.

¿Desmontaje del neoliberalismo?
En la separata de presentación de la propuesta gu-

bernamental de modificaciones a la Ley 1715 denominada 

La “Reconducción 
Comunitaria

de la Reforma Agraria” 
del Gobierno del MAS
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de “Reconducción Comunitaria de la Reforma Agraria”, 

editada por el Viceministerio de Tierras y el INRA, se sos-

tiene que “la inequitativa e injusta distribución de la tierra 

continúa siendo el principal mecanismo de negación de 

derechos de los pueblos indígenas y campesinos, una fuente 

principal de marginación y conflictividad social, y un in-

salvable obstáculo frente a las importantes oportunidades 

de desarrollo que ofrece el aprovechamiento sostenible 

de los recursos naturales renovables” (Viceministerio de 

Tierras/INRA, 2006: 2).

Un primer aspecto a considerar frente a esta declara-

ción es que al menos llama la atención que un gobierno 

que declara persistentemente su voluntad de realizar trans-

formaciones de magnitud en relación a la problemática de 

la tierra, lo haga sobre la legalidad agraria construida en 

el neoliberalismo que ha coadyuvado a la consolidación 

de la base material del poder empresarial y terrateniente. 

Nos referimos a la Ley INRA de 1996, aprobada durante 

el primer Gobierno de Sánchez de Lozada en alianza con 

el Movimiento Bolivia Libre (MBL) y la Unidad Cívica 

Solidaridad (UCS).

Todo este poder y su legalidad expresan justamente la 

negación de los derechos democráticos de los campesinos 

pobres e indígenas que reclama el Ejecutivo. Los argumen-

tos utilizados para justificar una “revolución agraria” con 

base en leyes neoliberales son, según la administración de 

Morales, los siguientes. Por un lado, sostiene que como lo 

que pretende el MAS es una “revolución en democracia” 

el Gobierno se ve obligado “… no sólo a respetar los pre-

ceptos constitucionales y el marco jurídico establecido, sino 

a conferir a estas normas su sentido original que ha sido 
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desvirtuado constantemente por la anterior clase política” 

(MDRAMA, 2007). Este argumento cae por su propio peso, 

pues por más apego que tenga el Gobierno a las normas 

en vigencia, no está impedido de cambiar leyes y dictar 

decretos. En efecto, si como se plantea en el documento 

sobre políticas de tierras del MDRAMA se considera a la 

Ley INRA “…como instrumento del Estado oligárquico y 

neoliberal para perpetuar la distribución desigual de las 

tierras…” (MDRAMA, 2007: 1), lo que correspondería es 

su abrogación y no la recuperación de su “sentido origi-

nal” que, como indica el propio MAS, es abiertamente 

pro oligárquico.

Este planteamiento de la necesidad de recuperar el 

“sentido original” de la Ley INRA —después de haberla 

caracterizado como oligárquica—lleva a que los autores 

del documento del MDRAMA terminen reivindicándola 

unas páginas más adelante, pues se sostiene que esta 

norma respondería a los intereses de “tres corrientes”: i) 

de los campesinos andinos y de los colonizadores, pues 

reafirmaría íntegramente los principios de la Reforma 

Agraria de 1953; ii) de las propiedades privadas al con-

templar preceptos del modelo neoliberal tendientes a la 

mercantilización de la tierra; y, iii) de los pueblos indíge-

nas al agregar como categoría de propiedad agraria las 

TCO (MDRAMA, 2007: 6). 

En relación a estas afirmaciones, es importante des-

tacar los siguientes aspectos: 

i) Como hemos podido constatar en este documen-

to, queda claro que para los campesinos andinos 

y los colonizadores, la Ley INRA ha consagrado 

la pequeña propiedad parcelaria y su producto 
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más generalizado, el minifundio, cerrando de 

facto la posibilidad de dotaciones individuales 

para éstos en las tierras bajas, política que ha 

sido convalidada por el Gobierno del MAS en la 

nueva Ley INRA. Por ello, no es evidente que esa 

ley responda a los intereses de estos campesinos 

y colonizadores, pues ahora deben pagar por 

la tierra que deseen adquirir de manera indivi-

dual. Tampoco es evidente que los campesinos 

andinos —que concentran a la gran mayoría de 

los campesinos pobres— puedan ser fácilmente 

dotados de tierras colectivas en las tierras bajas, 

pues la ley da prioridad a los habitantes del lugar. 

En este sentido, las “tendencias mercantilistas” 

de la Ley INRA original siguen vigentes y no han 

sido observadas al momento de reformularlas.

ii) Coincidimos con el documento del MDRAMA en 

sentido de que “el contenido de la Ley INRA […] 

incentivó la gran propiedad privada y el mercado 

de tierras con la desatención simultánea de la 

agricultura campesina, de sus diversas formas de 

propiedad y uso de tierra y recursos” (MDRAMA, 

2007: 9). Pero lo que no es evidente, es que esta 

orientación sea una más de las tres “corrientes” 

señaladas por el Gobierno; se trata de su orien-

tación central, de su “espíritu”.

iii) Para el Gobierno, la virtud de la Ley INRA con-

siste en que “…aparte de privilegiar la propie-

dad privada e individual, a) incorpora distintas 

formas de propiedad colectiva, como las tierras 

‘pro indiviso’ que comprenden áreas de descanso 
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(aynokas o mantas) y las áreas de pastoreo de 

propiedad colectiva en las comunidades de la 

región andina; b) define expresamente que la 

dotación de nuevas tierras ya no se otorgará de 

forma individual sino será de tipo colectivo y c) a 

las categorías de propiedad definidas en la Ley de 

Reforma Agraria, la Ley INRA agrega las Tierras 

Comunitarias de Origen”. La incorporación de 

esta nueva figura es, para el MAS, “…un aporte 

trascendental a la estructura agraria del país y 

una conquista histórica de los pueblos indígenas 

de las tierras bajas, que pronto se iba a extender 

a pueblos y comunidades de la región andina” 

(MDRAMA, 2007: 9).

Esta temática, por la relevancia que le asigna el Go-

bierno será discutida de manera específica más adelante, 

sin embargo, por la exposición del documento, es ne-

cesario señalar previamente los siguientes aspectos: i) a 

más de 10 años de la promulgación de la Ley INRA las 

tierras tituladas efectivamente para los TCO no sobrepa-

san los 5,4 millones de hectáreas (CEDIB, 2005: 50), por 

lo que su “aporte a la estructura agraria del país” no es 

significativo; ii) lo anterior está vinculado a que la Ley 

INRA introduce una serie de argucias orientadas a com-

plejizar el reconocimiento de los TCO ante la presencia 

de “terceros” a quienes se reconoce derechos legalmente 

constituidos en los territorios indígenas, disposiciones de 

la Ley INRA que no han sido cambiadas por la adminis-

tración de Morales Ayma; iii) la expropiación de tierras 

a las que están expuestos los TCO, a través de la figura 

de causas de utilidad pública por actividades extractivas 
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relacionadas a hidrocarburos, minería y otros; iv) existen 

cada día mayores evidencias de mercantilización de los 

TCO, tanto por la vía de la venta de tierras como por la 

del arriendo a pequeños, medianos y grandes empresarios; 

v) también hay evidencias de procesos de subsunción y 

de subordinación de la producción maderera de los TCO 

a madereros y empresas forestales. 

Las políticas de tierras del Gobierno del MAS, como 

se ha demostrado en este documento, no se alejan en lo 

sustancial de las políticas promovidas en el país por los 

organismos financieros internacionales, en especial por el 

Banco Mundial, desde mediados de los años noventa. Es 

decir, el Ejecutivo sigue confiriendo al Estado un papel 

absolutamente limitado de intervención en la distribución 

de tierras (tierras fiscales efectivamente identificadas y, a 

futuro, otras a identificarse) y asume el modelo de “Refor-

ma Agraria asistida por el mercado”, a través de decretos 

supremos y proyectos específicos. Para esta administra-

ción, tan preocupada por las tendencias mercantilistas que 

se presentan en las comunidades campesinas e indígenas, 

el mercado es malo mientras sea ilegal, pero será bueno 

cuando sea transparente; y si el mercado cuenta además 

con la venia de los usos y costumbres de los pueblos 

indígenas y campesinos será verdaderamente legítimo. 

Por ello, plantea también la necesidad de la “transpa-

rentación del mercado y arrendamiento de tierras”, por 

lo que “resulta de importancia la regularización del 

derecho propietario y el establecimiento de un registro de 

transferencias para efectuar un efectivo seguimiento de 

las mutaciones del derecho propietario” (MDRAMA, 2007: 

51). Esta recomendación, como se recordará, fue hecha 
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ya por el Banco Mundial en el marco de sus sugerencias 

para la elaboración de una nueva ley de tierras en el 

país, que se concretizó en la Ley INRA, pues de lo que se 

trataba era de encontrar los mecanismos necesarios para 

brindar seguridad jurídica a las empresas y conseguir un 

funcionamiento “legal” del mercado de tierras.

El saneamiento ideado para la Ley INRA y articulado 

a las definiciones de la Función Económica Social, no 

fueron planteadas como el MAS imagina, es decir, para 

revertir tierras, sino justamente para regularizar el derecho 

propietario; en otras palabras, para legalizar la estructura 

agraria que se caracteriza por la concentración de la tierra 

en manos de empresarios y terratenientes. No puede ol-

vidarse que el modo de producción capitalista se plantea 

la seguridad de la propiedad como necesidad básica para 

su desarrollo.

El Poder Ejecutivo coincide también en otro aspecto 

central de las políticas neoliberales de tierras planteadas 

por el Banco Mundial, que considera a las reformas 

agrarias distributivas conducidas por el Estado como 

políticamente inviables ya que contienen dimensiones 

confiscatorias ante las cuales los grandes propietarios 

se rebelan, salvo que existan indemnizaciones a precios 

de mercado.

Las expropiaciones planteadas por el Gobierno del 

MAS en la nueva Ley INRA, además de tener un carácter de 

aplicación restringido para favorecer solamente a algunos 

pueblos indígenas, responden a este planteamiento. Por 

ello, la oferta gubernamental de distribución y redistribu-

ción de tierras se circunscribe, tal cual lo planteaban las 

diferentes gestiones desde 1996, a la cantidad de tierras 
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fiscales efectivamente disponibles y otras que se pudieran 

identificar a través del saneamiento, proceso que, como 

se sabe, tiene previsto concluir el 2013. Para que no 

queden dudas al respecto, la separata presentada citada 

plantea nítidamente la posición oficial: “Ningún produc-

tor, independientemente de la categoría de su propiedad, 

será afectado en sus derechos agrarios por este proceso de 

distribución de la tierra; pues la tierra que se distribuirá, 

es la que se detenta ilegal e ilegítimamente, sin trabajo ni 

productividad alguna. No hay nada que temer. El Estado 

garantiza la propiedad privada productiva que cumple 

la Función Económica Social (FES)” (Viceministerio de 

Tierras/INRA, 2006: 2).

El Gobierno del MAS no rompe con las políticas de 

tierras del neoliberalismo porque no rompe con las políti-

cas económicas neoliberales, y no rompe con ellas porque 

considera central para el desarrollo del país la presencia 

del capital extranjero y de la gran empresa nacional en la 

explotación de los recursos naturales. Por eso, i) persiste 

un enfoque agroexportador basado fundamentalmente 

en el monocultivo de la soya; ii) persiste el enfoque de 

las cadenas productivas donde la producción campesina 

o comunitaria seguirá aprovisionando de materias pri-

mas baratas a las empresas o grandes comercializadores; 

iii) persiste la vigencia de las políticas privatizadoras de 

los servicios agropecuarios (banca privada, servicios de 

extensión e investigación privados); iv) persiste, a pesar 

de los discursos relativos a la importancia de la produc-

ción campesina para la soberanía alimentaria, la apertura 

irrestricta de la economía que ha agudizado la crisis de 

importantes sectores campesinos; iv) persiste la política 
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de enfrentar la competencia externa para la producción 

agrícola campesina con la consabida receta neoliberal de 

ser competitivos para sustituir importaciones.

¿Descolonización de la estructura agraria? 
Como ya se ha indicado, el latifundio de característi-

cas feudales —salvo resabios muy puntuales que todavía 

pueden existir— ha sido superado en el país hace ya más 

de 50 años. El Decreto Ley de Reforma Agraria de 1953, 

consideraba latifundio a la propiedad que “…depende 

fundamentalmente de la plusvalía que rinden los cam-

pesinos en su condición de siervos o colonos y de la cual 

se apropia el terrateniente en forma de renta en trabajo, 

determinando un régimen de opresión feudal...”. En otras 

palabras, se eliminó un latifundio que expresaba determi-

nadas relaciones sociales de producción. El latifundio que 

prohíbe la Constitución Política del Estado y al que hace 

referencia permanentemente el Gobierno del MAS como 

“anticonstitucional”, es justamente éste, por lo que, en 

realidad, el Ejecutivo se ha lanzado a una “lucha” para 

acabar con algo que ya no existe.

En consecuencia, uno de los planteamientos referi-

dos a la “descolonización de las estructuras agrarias”, 

como es la “liquidación del latifundio y la servidumbre” 

(MDRAMA, 2007: ii) ya ha sido realizado por la acción 

directa de los campesinos hace más de 50 años. Pero 

como el Gobierno da seguridad jurídica a los latifundios 

productivos, independientemente de las características 

de sus relaciones sociales, no podrá liquidar aquellos en 

los que aún persisten algunos rasgos de servidumbre que 

combinan el pago en salario con la renta en trabajo, es 
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decir, no podrá desmantelar lo que denomina “latifundio 

tradicional”, pues éste cumple con la Función Económica 

Social. No es casual, por tanto, y como se ha visto, que 

el Ejecutivo esté impulsando un proyecto de compra de 

tierras en la región del chaco (en el marco del modelo de 

“Reforma Agraria asistida por el mercado”) con la intención 

de “liberar” a trabajadores guaraníes sujetos a este tipo de 

explotación. 

En su propuesta de “descolonización de las estructu-

ras agrarias” se menciona también la liquidación de la 

“explotación del trabajo” (MDRAMA, 2007: ii) que, a todas 

luces, no podrá realizarla, pues el Gobierno no se plantea 

la liquidación del capitalismo. Si confunde liquidación de 

la “explotación del trabajo” con la ausencia de protección 

de leyes laborales para los obreros agrícolas, se estaría 

refiriendo, más bien, a una serie de normas orientadas a 

que la explotación de estos trabajadores se dé en condi-

ciones normales.

Hace más de 30 años que las organizaciones sindicales 

de los obreros agrícolas vienen reivindicando la incorpo-

ración de todos los trabajadores asalariados del campo a 

la Ley General del Trabajo, demanda que el Gobierno no 

ha considerado. Es importante recordar que esta exigencia 

tuvo, desde los años setenta, no sólo la oposición de los 

empresarios agroindustriales, sino también de sectores de 

pequeños productores agrícolas y de campesinos ricos 

que compraban fuerza de trabajo temporal. Estos sectores 

son hoy aliados fundamentales de la actual administración 

gubernamental.

Pero como el documento de políticas de tierras del 

Ministerio de Desarrollo Rural, Agropecuario y Medio 
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Ambiente no quiere decir de manera franca que lo que 

busca, en realidad, es el desarrollo del capitalismo, evita 

caracterizar lo que llama latifundio “moderno”, es decir, 

aquel de la gran propiedad donde el dueño es a la vez 

propietario de la tierra y gestiona la producción bajo rela-

ciones capitalistas de producción, y cuyo ingreso proviene 

de la ganancia obtenida de la explotación de los obreros 

agrícolas, o lo que es lo mismo, el empresario capitalista 

o aquel del gran propietario terrateniente cuyo ingreso se 

genera por la obtención de renta capitalista de la tierra. 

Son pues estas dos clases sociales que componen las clases 

dominantes agrarias a las que el MAS les ha asegurado 

“seguridad jurídica” y “proyección de crecimiento”, en 

tanto cumplan con la Función Económica Social.

Las pretensiones del Gobierno en sentido de “desman-

telar el latifundio moderno”, por la vía de “poner límites 

a la extensión de propiedades”, delata una incomprensión 

del proceso de expansión de la gran propiedad agraria 

en el capitalismo y que se da, como ya hemos indicado, 

a través de la unificación de diversas propiedades en una 

sola mano, es decir, no mediante la extensión al infinito 

de cada una de las propiedades, sino mediante la centra-

lización de varias de ellas.

La otra propuesta gubernamental de “castigar la 

acumulación de propiedades agrarias” aparentemente 

tendería a limitar en parte el proceso anteriormente se-

ñalado, sin embargo, es preciso recordar que la empresa 

agrícola o ganadera capitalista siempre encontrará formas 

de adquisición de propiedades y, en última instancia, 

siempre encontrará propietarios privados o comunitarios 

dispuestos a arrendar tierras. La única limitación efectiva 
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que presenta la gran empresa agraria en el curso de su 

desarrollo “es la carencia de obreros; una empresa de este 

tipo es impensable sin el concurso de fuerza de trabajo dis-

puesta a venderse a los capitalistas” (Kautsky, K., 1983).

Reconociendo que en los “sistemas comunales” se 

presentan procesos de “debilitamiento y desintegración 

de las estructuras comunitarias”, que el “peso de la in-

dividualización de las propiedades parcelarias cada vez 

más pequeñas” es relevante y que existe una “disminuida 

fertilidad de los suelos”, que obedecerían a erradas polí-

ticas del pasado, la política de tierras de “Reconducción 

Comunitaria” del Gobierno está orientada hacia “el forta-

lecimiento de la propiedad comunal de la tierra”, presente 

en las comunidades andinas, en las TCO y en los nuevos 

asentamientos a ser conformados. Asimismo, plantea po-

tenciar “las estructuras comunitarias también allí donde 

el proceso de privatización de parcelas familiares está 

avanzado” (MDRAMA, 2007).

En esta perspectiva, “la política de ‘Reconducción 

Comunitaria’ enfatizará en la organización colectiva de 

la producción y comercialización en la forma de empresa 

comunitaria con inclusión de todas las modalidades de 

propiedad de la tierra”. En este sentido, “la planifica-

ción de asentamientos humanos o la planificación de la 

reconstitución de comunidades distinguirá dos áreas: 

una destinada a la producción de alimentos y otra des-

tinada a la producción comercial”. En este plano, el 

Gobierno considera que “el plan económico productivo 

debe prestar atención al mayor grado posible de autosu-

ficiencia alimentaria a largo plazo”, pues con ello “la 

comunidad tendrá una base sólida para dedicarse a las 
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demás actividades económicas de carácter comercial” 

(MDRAMA, 2007).

La propuesta gubernamental indica que “en el marco 

de la propiedad comunal de la tierra, el área familiar no 

tendrá un carácter de propiedad privada sino sea consi-

derada una asignación permanente en tanto la familia 

forme parte de la comunidad”. Esta “área familiar debe 

ser respetada y no sacrificada en aras de ampliar la su-

perficie destinada a la producción comercial”. Pero, pa-

ralelamente sostiene que “la comunidad deberá imponer 

límites al número y extensión de parcelas asignadas a 

cada familia para prevenir la parcelización de hecho de 

las tierras comunales con los peligros de debilitamiento y 

desintegración” (MDRAMA, 2007).

Finalmente, la política de “Reconducción Comuni-

taria” plantea que “la producción comercial, la trans-

formación de productos y su comercialización deben ser 

encaradas de forma colectiva y con criterios de empresa” 

y considera que “por sus capacidades técnicas y orga-

nizativas las Organizaciones Económicas Campesinas 

(OECAS) jugarán un papel importante en la ejecución de 

la Política de Tierras y en la Reconducción Comunitaria 

de la Reforma Agraria, especialmente en la consolidación 

de los asentamientos humanos y en la reconstitución de 

comunidades” (MDRAMA, 2007).

Es importante iniciar la discusión de la propuesta 

“comunitarista” señalando inicialmente que la presencia 

mayor o menor de la pequeña propiedad parcelaria o 

usufructo privado de la tierra en las comunidades cam-

pesinas e indígenas representa una etapa en el proceso 

de disolución de la comunidad tradicional.
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La apropiación privada de la tierra al interior de la 

comunidad implica la ”campesinización” de los comuna-

rios y el desarrollo de los procesos de diferenciación a su 

interior. La existencia de comunarios ricos y comunarios 

pobres en las comunidades expresa esta desestructura-

ción (Bengoa, J., s/f). Es también necesario recordar que 

“el desarrollo del modo de producción capitalista en la 

ciudad puede transformar por completo la existencia del 

campesino en sus antiguas formas, aun sin que el capital 

intervenga directamente en la producción agrícola y sin 

crear todavía el antagonismo entre la grande y la peque-

ña explotación” (Kautsky, K., 1983). En este sentido, la 

expansión del capitalismo en el agro, se da inicialmente a 

través del mercado, del capital comercial, lo que implica 

la desestructuración paulatina de la comunidad tradicio-

nal autosuficiente, es decir, “…del conjunto de unidades 

económicas homogéneas que producían diversas clases de 

materias primas y que concluían en la preparación final 

de las mismas para su consumo. Este proceso implica que 

el viejo campesinado deja de existir y es desplazado por 

tipos de población rural nuevos y que constituyen la base 

de la sociedad donde dominan la economía mercantil y 

la producción capitalista” (Lenin, 1979: 21-22). Es en este 

escenario en el que, de manera general, se desenvuelven 

las comunidades indígenas y campesinas en el país.

Para el Gobierno del MAS, el sistema comunal es la 

forma en que los pueblos originarios: a) Organizan el uso 

de la tierra y de los recursos naturales con base en la pro-

piedad comunal y la asignación de responsabilidades a los 

miembros de la comunidad; b) garantizan la permanencia 

de la comunidad y de las familias en el tiempo. Además, la 
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producción de alimentos es la razón del aprovechamiento 

de la tierra y la reciprocidad en el compartir los beneficios 

es el eje de la organización social (MDRAMA, 2007).

Se trata, ni duda cabe, de una idealización de la 

comunidad campesina o indígena, a partir de la cual el 

Ejecutivo se plantea la posibilidad de la reconstitución de 

las comunidades campesinas e indígenas. Esta propuesta 

responde a lo que permanentemente sostiene el presidente 

Evo Morales: que los pueblos indígenas “…son la reserva 

moral de la humanidad, pues viven en comunidad, […] 

en colectividad, […] en solidaridad permanente, […] en 

la complementariedad, […] donde no hay mayorías ni 

minorías […] y donde se vive en armonía con la madre 

tierra, la cual, además, no puede ser mercantilizada […] 

pues no puede ser un instrumento contra la vida, pues […] 

es parte de la cultura de la vida…” (Bossi, F., 2007).

Es importante señalar que, en general, la propiedad 

familiar predomina en las comunidades campesinas e 

indígenas. Algunos estudios, por ejemplo, en el altiplano 

del La Paz, demuestran cómo las tierras comunales tienden 

a desaparecer pues deben ceder paso a la presión por 

nuevas parcelas individuales, proceso que va minando 

el aspecto nodal de los resabios de las prácticas comuni-

tarias. Estos procesos no están exentos de pugnas entre 

familiares, comunarios y residentes por la consolidación de 

derechos propietarios de pequeñas parcelas (Colque, G., 

2005: 2). En el caso de los valles, otro estudio da cuenta 

también de las tendencias hacia la fragmentación de áreas 

colectivas en parcelas individuales en comunidades de ex 

hacienda, procesos que también se presentan en los ayllus 

donde también se verifican los procesos de compra-venta 
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de tierras usualmente a personas ajenas a la comunidad 

(Pacheco, D. y Valda, W., 2002). Este proceso responde 

a la tendencia de la instauración de la propiedad privada 

de la tierra en forma absoluta y que es parte inseparable 

del desarrollo del capitalismo de la agricultura, proceso 

que requiere no solamente la supresión de las relaciones 

feudales, sino también de los restos del comunismo pri-

mitivo (Kautsky, K., 1983). 

Con relación a una suerte de “inclinación natural” de 

los pueblos originarios a producir sólo valores de uso y 

no valores de cambio, es decir la producción de alimentos 

como la razón de ser del aprovechamiento de la tierra, 

como plantea el documento del Ministerio de Desarrollo 

Rural, Agropecuario y Medio Ambiente, una encuesta 

demostraba —hacia 1988— los importantes grados de 

mercantilización entre los campesinos del país. Los cam-

pesinos pobres autoconsumían el 40% de su producción 

y vendían el restante 60%; los campesinos medios auto-

consumían el 35% de su producción y vendían el 65% y 

los campesinos ricos autoconsumían solamente el 25% y 

vendían el 75% de su producción (Ormachea, E., 1991: 

5). No se puede esperar otra cosa en una sociedad de 

productores mercantiles.

Plantear, como lo hace el documento antes menciona-

do, que el sistema comunal garantiza la permanencia de 

la comunidad y de las familias en el tiempo, es descono-

cer los procesos de migración de las familias campesinas 

del campo a la ciudad. Si esto fuera cierto, hoy Bolivia 

sería un país eminentemente rural, cosa que ya no es. En 

2001 la población rural representaba el 36% del total de 

la población y proyecciones de población del Instituto 
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Nacional de Estadística (INE), para el año 2030 indican 

que la población rural representará únicamente el 27%. 

Finalmente es importante destacar que la diferenciación 

campesina se presenta dentro de las comunidades, y es 

conocido que los campesinos pobres se convierten en 

peones de los campesinos más acomodados, por lo que 

esa suerte de reciprocidad en la distribución de los bene-

ficios está cada vez más en duda. 

Sin embargo, el planteamiento central de la propuesta 

comunitarista del Gobierno del MAS reside en la “orga-

nización colectiva de la producción y comercialización a 

través de empresas comunitarias con inclusión de todas las 

modalidades de propiedad” (MDRAMA, 2007). Esta pro-

puesta reconoce, a pesar de todas las apreciaciones que 

hace el documento mencionado sobre las potencialidades 

de los sistemas comunales, que la pequeña propiedad 

parcelaria parece haberse arraigado fuertemente entre los 

comunarios parcelarios. Por ello, en realidad, no se plan-

tea la eliminación de la pequeña parcela y su sustitución 

por la gran propiedad comunal como base material para 

la producción en gran escala, como alternativa frente a la 

superioridad de la producción capitalista sobre la pequeña 

producción parcelaria.

Las empresas comunitarias sugeridas por el MAS se 

basarán en la escasa producción individual de cada una 

de las pequeñas parcelas campesinas. Si como se plantea, 

el modelo de empresa comunitaria es el de las OECAS, lo 

que se perfila más bien es un proceso que acentuará la 

diferenciación campesina y no el “comunitarismo”, pues 

en este tipo de organizaciones económicas la participación 

es de carácter individual (Montaño, G., 2007: 30). Según 
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Muñoz et al, los productores campesinos que tienen una 

mayor participación en la OECAS son “…los más pudientes 

de las comunidades, son los que tienen mayor capacidad 

para producir y dedicarse sólo a un rubro…” (Muñoz, D., 

et al., 2002: 87). 

La propuesta de potenciar la organización de empre-

sas comunitarias con la inclusión de todas las “modalida-

des de propiedad”, implica también que, contrariamente a 

lo que se plantea en el documento de políticas de tierras 

del MDRAMA, el Gobierno renuncia a la solución del 

problema del minifundio.

La oferta gubernamental de “reconstitución de las 

comunidades” a partir de un área destinada a la produc-

ción de alimentos para el autoconsumo, con el objetivo 

de asegurar la autosuficiencia alimentaria y otra para la 

producción comercial, revela la posición de un Gobierno 

que vive una suerte de “angustia” o “contradicción”, de-

bido a que, en parte, quisiera volver la rueda de la historia 

y consolidar una comunidad autosuficiente en términos 

alimentarios (productora de bienes de uso para consumo 

directo), pero, a la vez, se ve obligado a reconocer que 

esto es al menos imposible, por lo que propone producir 

para el mercado y bajo formas empresariales.

Su preocupación en sentido de que el área familiar 

debe ser respetada y no sacrificada en aras de ampliar 

la superficie destinada a la producción comercial, pero 

que a la vez sostiene que la comunidad debería imponer 

límites al número y extensión de parcelas individuales en 

usufructo para evitar la parcelización y desintegración de 

la comunidad, pone en evidencia esta tensión y un plan-

teamiento que sueña con la perpetuidad de la comunidad 
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indígena, aunque reconociendo implícitamente que el 

mercado puede desintegrarlas. Pretender, como se lo indi-

ca en el documento del MDRAMA, que esta contradicción 

pueda ser subsanada a partir de normas y reglas internas, 

trae recuerdos a los planteamientos de los llamados socia-

listas utópicos del siglo XVIII (Saint-Simón, Fourier, Owen, 

entre otros) que, ante las desigualdades sociales propias 

del modo de producción capitalista, consideraban posi-

ble reconstruir la sociedad capitalista a través de formas 

de organización cooperativa, fundando comunidades de 

trabajo con una serie de reglamentaciones como método 

para lograrlo, es decir, condiciones imaginarias en vez de 

condiciones históricas reales (Izquierdo, C., 2005).

Del documento gubernamental mencionado, es po-

sible percibir claramente que el Gobierno del MAS cree 

que la titulación colectiva de la tierra, es decir, negar la 

propiedad privada de la tierra en la sociedad capitalista, 

podría ser la vía para la perpetuación de la comunidad 

campesina e indígena que viviría en completa armonía 

entre sus miembros y con la naturaleza. Al respecto, vale la 

pena conocer los procesos concretos que se vienen dando 

en los Territorios Comunitarios de Origen, ubicados en las 

tierras bajas del país, región priorizada por el Gobierno 

para realizar dotaciones colectivas.

El nuevo régimen forestal vigente desde 1996 —cuyo 

“espíritu” central está orientado hacia la explotación em-

presarial maderera de exportación— ha definido nuevas 

reglas para el aprovechamiento forestal maderero, normas 

que regulan también la participación indígena en la gestión 

de sus bosques.
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La introducción, desde el Estado, de un modelo 

“monoespacial” de manejo forestal, hace que las opera-

ciones forestales se concentren en áreas específicas en 

los territorios indígenas que, además conlleva el uso de 

tecnologías que los indígenas no utilizaban anteriormente 

—como skyders (maquinaria para la explotación forestal) 

y aserraderos— y a crear nuevas organizaciones para 

administrar las nuevas tareas. Esto está produciendo cam-

bios significativos en la relación de los indígenas con sus 

bosques, transitándose de una rutina predominantemente 

individual hacia formas crecientemente reguladas. Esta 

especie de colectivización del aprovechamiento con en-

foque empresarial —que reclama el MAS como condición 

básica para el desarrollo de las empresas comunitarias— 

está introduciendo “una división jerárquica y funcional 

de las tareas propias del proceso de racionalización del 

trabajo existente en las organizaciones empresariales 

como la división del trabajo, la coordinación, el control, 

la disciplina, el mando o dirección, etc.” (Hinojosa, E., 

s/f; Pacheco, D., 2006). Ello, como se sabe, es posible 

cuando se produce más de lo necesario para la manuten-

ción de los productores, lo que conlleva la posibilidad 

de liberar a una parte de los miembros de la comunidad 

de la necesidad de trabajar para subsistir, lo que hace 

probable que una parte pueda ir constituyéndose en clase 

dominante por el hecho de haberse emancipado de la 

necesidad de trabajar para atender su propia manutención 

(Mandel, E., s/f).

Asimismo, las interacciones de los pueblos indígenas 

con los mercados y los altos costos de transacción para 

hacer manejo forestal, están llevando a las comunidades 
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indígenas a suscribir contratos subsidiarios con madereros 

y empresas forestales (Hinojosa, E., s/f; Pacheco, D., 2006) 

que, en los hechos, implican procesos de subsunción y 

de subordinación de las comunidades indígenas al capital. 

Estos procesos parecen ser ya una práctica cada vez más 

generalizada. En el mes de octubre, un periódico cruceño 

daba cuenta de una “cita social de negocios” realizada en 

uno de los íconos del capitalismo cruceño —la sede la 

Cámara de Industria y Comercio (Cainco)— donde “…in-

dígenas de Tierras Comunitarias de Origen, comunidades 

campesinas y gente de localidades rurales integradas en la 

Agrupaciones Sociales del Lugar (ASL) […] se sentaron en 

distintas mesas frente a frente con empresarios que com-

pran madera para industrializarlas y comercializarlas en 

el mercado interno y externo”; el evento “habría movido 

6,5 millones de dólares” (El Mundo 21.10.2006). Contra-

riamente a lo que se imagina el MAS, estos procesos más 

bien van desestructurando las prácticas comunitaristas en 

las comunidades indígenas. 

Pero además, el Gobierno del MAS cree que los TCO 

son inmunes a la ley de la acumulación capitalista en la 

agricultura, es decir, al proceso a través del cual —y a di-

ferencia de la industria donde es posible acumular capital 

o formar una empresa sin que sea suprimida previamente 

la autonomía de las empresas más pequeñas—, la única 

forma a través de la cual una gran explotación puede 

apropiarse de la tierra, es concentrando en su ámbito un 

cierto número de otras propiedades (Kautsky, 1983: 169). 

Justamente la “propiedad colectiva”, al constituir una su-

perficie continua, se convierte en el territorio ideal para 

el ensanchamiento de la gran propiedad agraria. Son ya 
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ampliamente conocidos los serios conflictos que se están 

presentando entre los comunarios de algunos TCO por 

la venta de tierras en su interior; un último análisis al res-

pecto señala que en el TCO del pueblo guarayo se han 

consolidado muchas propiedades privadas a causa de la 

venta de tierras por parte de dirigentes indígenas (Cortez, 

L., 2006: 2). La defensa que hacen los empresarios agro-

pecuarios cruceños de los TCO asentadas en Santa Cruz 

no sólo tiene que ver con la subordinación cada vez más 

fuerte de estos territorios al capital, sobre todo madere-

ro, sino la proyección de crecimiento que ofrecen tales 

territorios para la expansión de la gran empresa agrícola, 

ganadera y forestal a futuro.

Finalmente, es preciso indicar que el Gobierno del 

MAS se olvida señalar que los TCO, o parte de ellas, 

pueden ser expropiadas por causas de utilidad pública. 

Como se sabe, la Ley INRA se enmarca en lo dispuesto 

por el Convenio 169 de la Organización Internacional del 

Trabajo (OIT), por lo que los recursos no renovables no 

son reconocidos como propiedad del territorio indígena. 

Estos recursos —fundamentalmente los mineros e hidro-

carburíferos— están reservados para ser explotados por 

quienes el Gobierno del MAS considera sus socias, es 

decir, las empresas transnacionales. No puede obviarse 

que existe una coincidencia de ubicación geográfica (de 

sobreposición) entre bloques de exploración hidrocar-

burífera y los TCO que, en algunos casos, llega al 100% 

(Cuadro 10). Lo mismo viene ocurriendo en el caso de la 

minería en el occidente del país, donde se están expro-

piando propiedades individuales y tierras comunales, y 

trasladando pueblos campesinos enteros para favorecer 
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las actividades de las compañías mineras transnacionales 

(Madrid et al., 2002; Loayza Fernando et al., 2003). 

El documento del MDRAMA plantea entre los objetivos 

de la nueva política de tierras “transformar las estructuras 

de tenencia y acceso a la tierra desmontando la herencia 

colonial aun presente en el Estado, a través de una distri-

bución equitativa de la tierra…”, sin explicar cuál es su 

concepto de este tipo de distribución. Una distribución 

equitativa implicaría distribuir teóricamente una cantidad 

de tierras similar a cada campesino o indígena y a cada 

empresario, lo que —según la información estadística 

disponible (Cuadro 9)— supondría expropiar tierras con 

Función Económica Social. Si se considera que para lograr 

este objetivo a cada campesino, indígena y empresario le 

correspondería alrededor de 108 hectáreas, el Gobierno 

debería expropiar unos 32 millones de hectáreas a los 

propietarios de las medianas y grandes empresas, confis-

cación que, como sabemos, no está contemplada en la 

“revolución agraria” del MAS, por lo que el “desmontaje 

de la herencia colonial presente en el Estado” y la “inequi-

dad” en la distribución de la tierra persistirán.

Lo cierto es que existe un alto grado de coincidencia 

entre analistas e investigadores en sentido de que no 

existen tierras fiscales suficientes para su distribución 

entre campesinos e indígenas, y las pocas que existen son 

de uso forestal. Es importante anotar que las tierras para 

uso agropecuario ascienden solamente a 11,34 millones 

de hectáreas (10,5%) y las aptas para ganadería 28,05 

millones (25,9%) (Cuadro 11). Es sabido que estas tierras 

han sido ya distribuidas en su gran mayoría y que las 

mejores de ellas con seguridad podrán demostrar Función 
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Económica Social. En el caso hipotético de que el proceso 

de saneamiento logre que el Estado recupere tierras para 

su distribución bajo propiedad colectiva, con seguridad 

serán superficies discontinuas y de tamaño reducido lo que 

conspira también contra las pretensiones gubernamentales 

de estructurar nuevos pueblos indígenas con propiedades 

territoriales de alguna magnitud.

En síntesis, la propuesta de “Reconducción Comuni-

taria de la Reforma Agraria” del Gobierno del MAS, es 

decir, su planteamiento central de reconstituir las comu-

nidades campesinas e indígenas a partir de la reconsti-

tución de la propiedad colectiva en las comunidades del 

altiplano y los valles y de la dotación de tierras colectivas 

en el oriente, encuentra una base material absolutamente 

adversa o, al menos, para los “optimista”, compleja. En 

el caso del altiplano y de los valles los procesos de mer-

cantilización de la economía campesina —que incluye la 

diferenciación campesina, la mercantilización de la tierra y 

la parcelación progresiva de las tierras comunales— están 

desestructurando los restos de la comunidad tradicional 

andina: mientras que en el oriente, los denominados 

TCO, además de enfrentar estos mismos procesos, sufren 

la presencia predominante de las pequeñas, medianas y 

grandes empresas capitalistas que encuentran diferentes 

formas para sentar su dominio sobre éstas.

En el caso de las tierras altas del occidente del país, 

la vía campesina de desarrollo capitalista de la agricultura 

ha sido extremadamente lenta, por lo que la contradicción 

entre la gran empresa agraria capitalista y la pequeña 

producción parcelaria es prácticamente inexistente, lo 

que no quiere decir, como hemos visto, que no se den 
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procesos de acumulación de la tierra en estas comunida-

des campesinas y una lucha —en la mayoría de los casos 

velada entre comunarios parcelarios— por la propiedad 

de este recurso.

¿Vía campesina o vía terrateniente?
La consolidación de la vía terrateniente en el país no 

sólo ha sido fruto —como se ha visto— de las políticas 

agrarias y de tierras desplegadas por las clases dominan-

tes desde 1953, sino que también fue en parte favorecida 

gracias a la subordinación que caracterizó al movimiento 

campesino entre mediados de los años cincuenta y fina-

les de los setenta del siglo pasado, es decir, durante los 

gobiernos del MNR y de las dictaduras militares.

Rivera sostiene que las organizaciones campesinas de 

base en este período “fueron subsumidas a una estructu-

ra sindical vertical cuya cúpula seguía las directivas de 

estos gobiernos, estructura sindical paraestatal que estaba 

orientada a apoyar, pero no a demandar, a que las reivin-

dicaciones apareciesen como dádivas del Gobierno y no 

como demandas del movimiento campesino, acentuando 

los rasgos paternalistas y manipuladores de su relación 

con el Estado” (Rivera, S., 1983: 134-135).

Este escenario parece haber vuelto al cabo de al-

gunos años con el ingrediente de que en la presidencia 

de la República se encuentra un indígena y en el Poder 

Ejecutivo un partido que se autodefine como campesino. 

Lo evidente es que una gran parte del campesinado está 

controlado nuevamente por unas direcciones sindicales 

y organizaciones “indígenas originarias” que, a su vez, 

están bajo el control del partido gobernante, orientadas 
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a replicar la experiencia antes señalada. Así por ejemplo, 

las mismas direcciones campesinas e indígenas que du-

rante los gobiernos de Mesa Gisbert y Rodríguez Veltzé 

se oponían —como hemos visto en este documento— a 

una serie de decretos supremos por sus orientaciones 

pro empresariales y anticampesinas, ahora los defienden 

dando vía libre para que la administración del MAS los 

ponga en vigencia. Similar situación se puede observar en 

la reforma de la Ley INRA propuesta por el Gobierno que 

en los hechos mantiene su “espíritu original”, es decir, su 

orientación pro empresarial y anticampesina.

Por todo lo anterior, las políticas de tierras del Gobier-

no del MAS no tienen una propuesta que lleve a pensar 

que en el país se está dando un cambio orientado a for-

talecer la vía campesina de desarrollo del capitalismo en 

la agricultura o, en palabras del MAS, la vía del desarrollo 

capitalista andino amazónico con base en la pequeña 

producción. Sus limitadas políticas de reformas no alcan-

zarán para lograr lo que en el papel declara —un cambio 

radical en la estructura agraria del país—, pues las mismas 

no se orientan a romper con el monopolio de la tierra en 

las regiones que son más aptas para el desarrollo de las 

actividades agrícolas y ganaderas.

Lo cierto es que en una buena porción del territorio 

nacional (Santa Cruz, Beni y Pando, y en áreas específicas 

en los valles de Cochabamba, Chuquisaca y Tarija) lo que 

se está consolidando es el predominio de la pequeña, 

mediana y gran empresa agrícola, pecuaria y forestal ca-

pitalista. Se ha producido, entonces, la territorialización de 

la presencia burguesa en el campo, es decir, el proceso a 

través del cual “…la burguesía como clase en proporciones 
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vastas y predominantes se ha ligado a la posesión de la 

tierra…” (Lenin, V., 1978.). Por ello, la lucha por la tierra 

que se presenta fundamentalmente en el oriente, no es lo 

que en apariencia el Gobierno del MAS pretende hacer ver, 

es decir, la lucha entre los campesinos pobres semiprole-

tarios y proletarios agrícolas contra unos propietarios de 

“latifundios improductivos”. Lo que en realidad está ocu-

rriendo es que la lucha por la tierra choca, frontalmente, 

con los intereses de una burguesía agraria, cuyo desarrollo 

depende justamente de un constante acaparamiento de 

la tierra, proceso que incluye la absorción permanente 

de la pequeña parcela o de la gran propiedad colectiva 

comunitaria por la empresa capitalista. En este sentido, la 

lucha por la tierra cuestiona el destino de la gran empresa 

agrícola, ganadera y forestal capitalista, y no el destino del 

“latifundio improductivo”, menos aún de una supuesta 

hacienda feudal que fue abolida por los propios campe-

sinos durante la revolución agraria que protagonizaron a 

principios de los años cincuenta del siglo pasado.

Esta es la razón —entre otras— por la que se ha 

conformado la ”media luna” entre las fracciones de las 

burguesías agrarias de los departamentos de Santa Cruz, 

Beni, Pando y Tarija. Y esto ha ocurrido porque las rei-

vindicaciones democráticas de los campesinos (demanda 

de tierras) chocan con los intereses generales de la clase 

dominante, rebasan inevitablemente los límites de las 

relaciones de propiedad capitalista. Y como el Gobierno 

del MAS considera que los empresarios nacionales y las 

empresas transnacionales son las socias o locomotoras del 

“nuevo patrón de desarrollo”, estos intereses serán resguar-

dados. Es por ello que el Gobierno está tan interesado en 
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dar seguridad jurídica a estos capitalistas, y la seguridad 

jurídica en el caso agrario es —como indican las autorida-

des— el respeto al latifundio productivo, cualquiera sea 

su tamaño. El desarrollo de la vía terrateniente cuenta con 

el aval de un partido campesino en el Gobierno.
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